Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 09 minutos.) 


La Comisión agradece la presencia de todo el equipo del Ministerio de Desarrollo Social, 
encabezado por la señora Ministra, el Subsecretario y los Directores de Departamento. Es muy 
importante que nuestros invitados informen a este Cuerpo sobre los planes que se están llevando 
adelante en la Cartera y los que están proyectados, así como también de las dificultades que puedan 
existir al respecto. Insisto en que para la vida de la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión del 
Senado, así como también para su homónima de la Cámara de Representantes, es muy importante 
que nuestros invitados la nutran de elementos de discusión y análisis, puesto que uno de los cometidos 
principales es colaborar con las políticas sociales del Ministerio y seguirlas atentamente para 
impulsarlas en conjunto con quienes, desde el Poder Ejecutivo, tienen la tan difícil tarea de llevarlas a 
la “cancha”, de ponerlas en práctica. 


Entonces, desde este punto de vista, agradecemos su presencia y queremos escucharlos y 
recepcionar todos los elementos que ustedes entiendan necesarios. 


SEÑORA MINISTRA.- Agradecemos que nos hayan invitado a la Comisión deberíamos haber 
venido antes, pero las agendas son muy complicadas para explayarnos sobre los avances que hemos 
tenido en un año y medio de trabajo, en las prioridades y programas que estamos anteponiendo - 
primero en el Presupuesto y, hoy, en la Rendición de Cuentas-, es decir, con relación a las líneas y ejes 
estratégicos del Ministerio. 


En primer lugar, quiero decir que el Gabinete Mides se ha planteado la necesidad de 
actualizar el Plan de Equidad, teniendo en cuenta los cambios que ha experimentado el país en lo que 
respecta a mejora de los índices de la economía y del desempleo, así como de la baja de la pobreza y 
de la indigencia, pero al mismo tiempo es consciente de que todavía queda un núcleo de ciudadanos 
en situación de indigencia o pobreza, que hemos definido como núcleo duro, que aún no ha logrado la 
inserción o inclusión. Esta situación determina que el Ministerio haya resuelto mantener todas las 
líneas de trabajo desarrolladas en el primer período, por entender que se trata de iniciativas exitosas 
que han dado muy buenos resultados. No obstante, en el trabajo realizado este año, así como en las 
discusiones e intercambios que se desarrollaron a nivel del Gabinete Mides, en el que participan 
conjuntamente los nueve directores de los nueve Programas siguiendo las líneas de acción por él 
establecidas, se ha decidido profundizar en algunos de los ejes de trabajo manejados en el marco del 
Consejo Nacional de Políticas Sociales, que fueron implementados por el Ministerio e incluidos en las 
Leyes de Presupuesto y de Rendición de Cuentas. 


La actualización del Plan de Equidad se está estudiando, fundamentalmente, en una 
Subcomisión del Consejo Nacional de Políticas Sociales, la Comisión de Seguimiento del Plan de 
Equidad, teniendo en cuenta esas líneas y ejes de trabajo discutidos en otros niveles, como es el caso 
del Gabinete Social. 


Nos parece muy importante informar sobre la recorrida que realizó el Gabinete Social para 
dividir el país en cuatro regiones con el fin de hacer reuniones, a ese nivel, con las Mesas 
Interinstitucionales. Esa fue una iniciativa del señor Ministro de Educación y Cultura, doctor Ricardo 
Ehrlich, que tomamos con muchas ganas, sobre todo pensando en que era un muy buen instrumento 
que podría utilizar el Gabinete Social para trasmitir a las Mesas Interinstitucionales -que son la 
representación del Gobierno en cada uno de los departamentos- cuáles eran los ejes y las prioridades 
de trabajo, aspecto que vamos a plantear a continuación. 


Hace una semana se terminó la recorrida antes mencionada y puedo decir que resultó ser un 
muy buen espacio de intercambio con el interior del país porque en esas Mesas Interinstitucionales 
queda de manifiesto el trabajo abundante que se desarrolla a ese nivel. Realmente, nos permitió 


aprender y conocer lo que están llevando a cabo todas las instituciones del Estado, además de poner 
nuevamente sobre la mesa y visualizar cómo se está trabajando en cada uno de los departamentos, 
siempre en coordinación con los Gobiernos Departamentales. Cabe destacar que a cada una de esas 
reuniones se invitó a los señores Intendentes; en algunas, participaron ellos mismos y, en otras, hubo 
representantes, pero fueron espacios muy fructíferos. Ahora -no precisamente al comienzo del 
año- nos propusimos llevar a cabo esta ronda y haremos otra alrededor de octubre o noviembre para 
tener una nueva evaluación de lo sucedido y analizar todo el trabajo realizado. 


En ese marco, seguimos planteando la necesidad de actualizar el Plan de Equidad y también 
estamos revisando algunos ejes de trabajo. Para ello, se han incorporado a la Comisión de 
Seguimiento del Plan de Equidad profesionales y técnicos universitarios que participaron en la génesis 
de dicho Plan. Nos pareció muy importante que, a la hora de actualizarlo, esos profesionales hicieran 
su aporte desde la óptica de la Universidad y que eso se sumara al repaso que se haga luego de 
transcurrido el tiempo. En consecuencia, ya se han incorporado al trabajo de la Comisión las señoras 
Andrea Vigorito y Carmen Midaglia, y tuvimos una reunión con el economista Rodrigo Arim. En 
definitiva, la gente de la Universidad que, como decía, participó en la génesis del Plan de Equidad, 
también hoy está trabajando en esa actualización, cuyos lineamientos esperamos que estén prontos 
para los meses de agosto o setiembre. 


En principio, dimos continuidad a los primeros programas, fundamentalmente al de 
transferencias monetarias. Por supuesto, se mantuvo la tarjeta social y el año pasado tomamos una 
definición política que consistió en duplicar el monto de quince mil tarjetas del quintil más bajo -que, en 
definitiva, es el usuario-, como forma de fortalecer a esa población más disminuida y vulnerable. 
Sabido es que el monto de esa tarjeta no es demasiado importante y tiene que ver con la cantidad de 
hijos y la composición familiar; va desde $ 500 a poco más de $ 1.000 cuando el hogar tiene cuatro 
hijos o más. Dado que no se trata de fondos muy importantes, entendimos que en este período 
debíamos plantearnos la duplicación del monto para esos quince mil hogares más vulnerables. 


Todos somos conscientes de que las transferencias monetarias de la tarjeta social y la 
asignación familiar -que también está a estudio en este momento en una de las Subcomisiones del 
Consejo Nacional de Políticas Sociales- no alcanzan para superar los niveles de vulnerabilidad y de 
exclusión. La transferencia monetaria ayuda y acompaña, pero debe estar apoyada por toda la batería 
de políticas y programas sociales más conocidos del Ministerio. Entre ellos, el programa comúnmente 
llamado “Yo sí puedo”, que tiene como objetivo la alfabetización de las personas que todavía son 
completamente analfabetas o analfabetas por desuso; los programas que lleva adelante la Dirección de 
Economía Social, que tienen que ver con el trabajo, a los que damos mucha importancia por entender 
que esta es una herramienta fundamental para la inclusión. Desde esta Dirección de Economía Social 
se impulsan varios programas que, entendemos, forman parte de un ciclo que debería terminar -al 
menos, intentamos que así sea- cuando los ciudadanos ingresan, por la razón que sea, a los 
programas del Mides. El primero de ellos es “Uruguay trabaja”, que representa el primer contacto con 
el mundo laboral luego de que la persona estuvo desocupada por dos o tres años. Por medio de este 
programa retoman todo lo relativo al mundo del trabajo, es decir, sus derechos y deberes, y se 
capacitan tanto en los oficios viables en el momento como en las formas de búsqueda en el mercado 
laboral o en la elaboración de un currículum, luego de los ocho meses que dura el programa. 
Entonces, luego de este programa “Uruguay trabaja” -repito, primer contacto con el mundo laboral 
luego de la desocupación- vienen los emprendimientos con las cooperativas sociales, que son muy 
valorados por los ciudadanos que las integran pero también por las instituciones del Estado -que cada 
vez son más- que las contratan para desarrollar distintas tareas y servicios en sus oficinas. Hemos 
firmado contratos y convenios prácticamente con todas las instituciones. Por ejemplo, hoy están 
llevando adelante estas tareas en ANCAP, OSE y UTE. La semana pasada sentimos una gran alegría 
porque firmamos un convenio muy importante con la ANEP. Por medio de este acuerdo, se estarían 
cubriendo oficios o funciones que son imprescindibles para el buen funcionamiento de la escuela; entre 
ellos, el del auxiliar de servicios o de cocina, cuya tarea es muy importante para que la maestra pueda 
desarrollar bien su trabajo. Este convenio permitirá que aproximadamente cien integrantes de 
cooperativas sociales puedan tener trabajo en Enseñanza Primaria. De esta forma complementamos la 
necesidad de una institución, en el sentido de fortalecerse y habilitar espacios cada vez mejor 
gestionados para atender a los niños y, también, damos oportunidades a la población del Mides. 


Por último, tenemos los emprendimientos en todo el país y las cooperativas de trabajo 
autogestionadas, que son el escalón más alto o en el que los ciudadanos, luego de haber pasado por 
las etapas anteriores, logran una independencia mayor haciéndose cargo y gestionando sus propias 
cooperativas sin acompañamiento. Hay que destacar que las cooperativas sociales no sólo cuentan 
con el acompañamiento del Ministerio sino también de otros organismos con los que tenemos 
convenios, como, por ejemplo, la Federación de Cooperativas o INEFOP, en lo relativo a la 
capacitación. De esta forma, las cooperativas son acompañadas permanentemente en este proceso, 
que no es fácil porque es evidente que no es sencillo integrar una cooperativa, lograr su buen 
funcionamiento y, finalmente, su éxito y buen desarrollo. 


Como ya he dicho, por otro lado tenemos las asignaciones familiares, que también están a 
estudio, y las casas asistidas y los refugios para la población más vulnerable. Nos acompaña el 
Director Nacional de Integración Social, señor Sebastián Pereyra, quien tiene a cargo las casas 
asistidas y los refugios para atender a la población de calle que, como todos saben, es un problema 
que está permanentemente no solo en la agenda del Gobierno, sino que también es preocupación de 
todos los ciudadanos. Este tema no es fácil porque en la población de calle hay muchas personas con 
patologías de distinto tipo, entre ellas, psiquiátricas; también hay jóvenes con adicciones, lo que agrava 
aún más la situación de esta población. Por otra parte, debo decir que se nos dificulta dar la 
posibilidad a estos chicos de tener una vida independiente y de inclusión. Sobre este aspecto, el 
señor director se podrá explayar ampliamente. 


Se está pensando en nuevas alternativas; por ejemplo, no tener refugios solamente 
nocturnos, sino también de veinticuatro horas o casas asistidas que habiliten el trabajo con la 
población. En la nocturnidad, el refugio no permite realizar un trabajo enfocado a la capacitación o a los 
procesos que cada uno de estos ciudadanos tiene que llevar adelante porque llegan al lugar a 
higienizarse, a alimentarse y a dormir, y al día siguiente vuelven a la calle. Por lo tanto, los procesos 
de cambio se tienen que dar en un entorno y en un horario que permitan otras posibilidades de trabajar 
con ellos. En esto se está pensando; incluso, se ha tomado como ejemplo una experiencia realizada 
por la Intendencia Municipal de Montevideo, que consiste en una pensión social dirigida a aquella 
población que puede autogestionarse. Es decir que pueden ingresar y salir de ella, tener cualquier 
clase de trabajo, aportar un mínimo de dinero y hacerse cargo de su alimentación y de la limpieza del 
lugar. Esta sería la población más sana de la que hoy se encuentra en situación de calle. 


Con respecto al tema del trabajo -que es uno de los que más valoramos y priorizamos y para 
el cual solicitamos refuerzos en el Presupuesto-, apostamos a una experiencia realizada en Brasil - 
algunos de los compañeros aquí presentes la pudieron apreciar- y en Argentina: la agricultura familiar 
o urbana. En ese sentido, se están haciendo esfuerzos para empezar esta línea de trabajo, no solo en 
el interior del país sino también en Montevideo. Reitero que tuvimos oportunidad de ver su 
funcionamiento en Brasil y también en Bogotá, que no mencioné. 


La propuesta inmediata y que más nos entusiasma por la posibilidad de concretarse a corto 
plazo, es la voluntad manifestada por ANCAP para financiar algún proyecto de agricultura urbana en 
base a estas experiencias y a la que también se ha desarrollado en Cuba. Hemos seleccionado 
algunos lugares que reúnen las condiciones ideales para llevar adelante estos proyectos con los 
jóvenes como población objetivo; se trata de lugares cercanos a las instalaciones de ANCAP, que 
tienen tierras donde cultivar y producir. Pensamos que esta experiencia sería muy positiva para los 
jóvenes porque los pondría en contacto con la producción y podrían ver el resultado de su trabajo. Este 
emprendimiento estará apoyado por la UTU y otras tres instituciones: el Ministerio de Desarrollo Social, 
ALUR y ANCAP. Uno de los modelos seleccionados es “Con los pies en la tierra”, desarrollado en 
Paysandú -cuyo nombre es muy significativo-, cuya historia -nosotros recién ahora tomamos contacto 
ella- viene del Período anterior. Este proyecto se llevará adelante, como decía, en un lugar donde hay 
tierra para trabajar, hay instalaciones del INAU, está cerca de una planta de ANCAP, posee una buena 
infraestructura y cuenta con funcionarios. La UTU ya ha manifestado su interés en instalarse allí para 
capacitar en todo lo que tiene que ver con la agricultura familiar. Este lugar atiende a jóvenes del INAU 
y en este caso tendría los mismos destinatarios, aunque también se verían beneficiados los jóvenes de 
la zona que se encuentran en situación de vulnerabilidad, quienes hoy día, sin que el proyecto esté en 
marcha aún, recorren de tres a cuatro kilómetros a pie para ir hasta allí a recibir capacitación y tener 
momentos de recreación con distintos deportes, además de tener la oportunidad de alfabetizarse. 
Estamos realmente entusiasmados con las posibilidades que se nos están brindando al permitirnos 


utilizar lugares en los que ya tenemos la infraestructura planteada. En principio, se haría con este 
proyecto que ya tiene su historia y se propone llevarlo adelante también en Pando, Treinta y Tres y 
algún lugar en Montevideo que esté vinculado a la planta de ANCAP de La Teja. 


Creemos que es una línea que hay que comenzar a trabajar acá y se relaciona también con 
las compras del Estado. En este sentido, vamos a impulsar una ley como la que hay en Brasil, 
Argentina y Venezuela, donde existe legislación que habilita la compra del Estado a emprendimientos 
de esta naturaleza. Si lográramos una producción a mediana o a gran escala -en este caso, la venta de 
los productos podría hacerse al INAU, a hospitales y a escuelas, tal como se da en los países que 
tienen experiencia-, inclusive, la venta se podría hacer en las cercanías, o sea, en las escuelas de la 
zona y demás. 


En fin, hay distintas experiencias dignas de ser tomadas en cuenta. En nuestro país ha habido 
programas sobre agricultura familiar que aún hoy continúan. Incluso, algunos departamentos del país 
han llevado adelante experiencias muy ricas por largos períodos. En este caso concreto de población 
vulnerable, pensamos que este es un instrumento... 


SEÑOR CHIRUCHI.- No sé si la señora Ministra cuando habla de proyectos sobre agricultura familiar 
se está refiriendo al programa Huertas Orgánicas o a otro tipo de producción, porque también lo vincula 
a ANCAP. Además, me parece que el programa Huertas Orgánicas se viene llevando a cabo desde 
hace bastante tiempo en todo el país. ¿No es así? 


SEÑORA MINISTRA.- Por eso dije que ya había experiencia en el país; este es otro modelo -que 
podrá parecerse o no- que está pensado para la población más vulnerable. Tenemos conocimiento de 
las experiencias que ha habido, pero mencionamos a ANCAP porque siempre ha colaborado con los 
programas que lleva adelante el Ministerio de Desarrollo Social y, en este caso concreto, decidió 
financiar dos de las experiencias planteadas, que aún estamos planificando; lo más concreto que 
tenemos es el proyecto “Con los Pies en la Tierra” que señalamos anteriormente. Como decíamos, en 
esos países se han aprobado leyes que habilitan la compra por parte del Estado de lo producido por 
estos emprendimientos. 


Otra de las líneas priorizadas -creo que van más o menos en orden; no están separadas 
dentro del Presupuesto, de la Rendición de Cuentas ni de todo lo que estamos desarrollando- es 
aquella que tiene que ver con la educación y la capacitación. El Ministerio de Desarrollo Social viene 
trabajando en esto desde el año 2005; podemos consultar al Director del Programa Infamilia, una de 
las unidades del Ministerio desde donde más se desarrolla todo lo que tiene que ver con el tema 
educativo y de capacitación, y se coordina con las instituciones del Estado relacionadas con la materia. 
Incluso, desde el Ministerio de Desarrollo Social -después podrán relatarlo más en profundidad- en el 
período anterior se iniciaron experiencias y se desarrollaron figuras que luego dejaron de depender del 
Ministerio para transformarse en programas de las mismas instituciones del Estado que las llevan 
adelante. 


Por otra parte, y en este mismo paraguas de actualización y relanzamiento del Plan de 
Equidad, tenemos el Sistema Nacional de Cuidados, que también está trabajando en el marco del 
Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales en el Uruguay y prioriza a las tres poblaciones 
más vulnerables que son: la primera infancia, el adulto mayor y la discapacidad. En este sentido, 
estamos trabajando en la creación -prevista desde el período anterior- del Instituto Nacional del Adulto 
Mayor y del Instituto de Discapacidad. Estos son los aspectos que se están estudiando con las 
organizaciones de la sociedad civil y en el marco de la División Nacional de Políticas Sociales cuyo 
responsable hoy no está presente porque tenía otra actividad. 


Otro punto de mucha importancia para nosotros tiene que ver con la metodología de trabajo 
que tratamos de profundizar en este período con respecto a la mayor territorialización de todos los 
programas a través de las oficinas territoriales y de los coordinadores del Ministerio. En el Gabinete 
Social resolvimos crear la Unidad Técnica Interdisciplinaria que acompaña y elabora, junto con las 
oficinas y los coordinadores territoriales, los planes del Mides. Se trata de hacer el mayor esfuerzo, 
profundizando y conjugando todos los programas para dar una atención más integral y global a la 
población de cada una de las zonas y barrios donde tenemos las oficinas. Allí interactuamos con las 


Mesas Interinstitucionales, que es desde donde salen las líneas de trabajo para cada uno de los 
territorios -con sus peculiaridades y sus necesidades- y donde se interactúa permanentemente con los 
Gobiernos Departamentales. También se recibe el aporte de los Consejos Sociales, órgano de la 
sociedad civil creado por ley en el período anterior; hoy cada uno de ellos está en un período de 
relanzamiento. En el mes de noviembre de 2010 se realizó el Tercer Encuentro de los Consejos 
Sociales, donde se planteó la necesidad de tener una mayor visibilidad y tratar de fortalecer sus 
actividades por ser una organización de la sociedad civil y, por lo tanto, realizar un relanzamiento en 
distintos departamentos. El 22 de este mes se relanza el Consejo Social de Rivera y tenemos 
planteado reunirnos luego de que se hayan cumplido algunos relanzamientos a nivel regional. 


Esta Unidad, que es nueva y trabaja junto con las oficinas territoriales se crea para fortalecer 
la territorialidad. La otra Unidad nueva, que trabajamos y estamos elaborando conjuntamente con el 
INAU y con Infamilia es la Unidad de trabajo y abordaje de las familias más vulnerables y con mayor 
cantidad de problemas como, por ejemplo, violencia doméstica, desocupación y trabajo infantil, es 
decir, aquellas que reúnen demasiados problemas como para que el núcleo familiar pueda salir solo de 
esa situación. Por este motivo, se ha creado la Unidad de Familia en el Mides, que está integrada por 
funcionarios que hemos redistribuido de distintos lugares y con los técnicos de Infamilia que tienen 
mayor experiencia a nivel territorial. Esta tarea la llevamos adelante con el INAU, organismo que -al 
igual que nosotros- valora mucho esto. 


La semana pasada se realizó en Paysandú el primer encuentro y se van a llevar a cabo dos 
más. En esos encuentros se reúnen los técnicos de las tres instituciones, más los de ASSE, y se 
realiza un intercambio sobre la experiencia de trabajo familiar, a fin de llevar adelante un abordaje 
común, sin repetimos ni apabullar a la familia desde distintos lugares e instituciones. A su vez, estamos 
a la espera de una asesoría contratada por el Consejo Nacional de Políticas Sociales que elaborará un 
protocolo de abordaje a la familia, es decir que en ese sentido también estamos tratando de fortalecer 
todo lo que tiene que ver con el trabajo familiar, no apuntando solamente a la familia tradicional, sino a 
los adultos que están a cargo de niños, adolescentes y jóvenes. Se debe valorar el lugar adecuado 
para su contención, su acompañamiento y educación, evitando que los niños y adolescentes deban ser 
institucionalizados por no contar con el apoyo familiar que requieren. En ese sentido, estamos tratando 
de fortalecernos a nivel territorial. 


Como decíamos, tenemos por delante la creación del Instituto del Adulto Mayor que, 
seguramente, requerirá reglamentación y del Sistema Integral de Protección para las Personas con 
Discapacidad que está en la órbita de la Comisión Honoraria. También tenemos por delante una 
readecuación y actualización de lo que hoy es la asignación familiar, como instrumento de 
acompañamiento y apoyo a las familias que así lo requieran, lo que está siendo analizado a nivel del 
Gabinete Social y del Consejo de Ministros. Existe una gran diversidad de tipos y montos de 
asignaciones familiares, por lo que creemos que se deben homogeneizar, teniendo un criterio único 
entre todos los integrantes del Consejo Nacional de Políticas Sociales, donde se encuentran el INAU, 
el Banco de Previsión Social y otras instituciones vinculadas a esta transferencia. 


Otro tema que tenemos visto, pero que no hemos resuelto, es que hay una población mayor 
de 65 años que el Banco de Previsión Social sabe -según los datos que tiene- que no va a llegar a 
obtener una pensión, por lo que podrían recibir asistencia a la vejez. Estamos hablando de una 
población que no sería muy numerosa y que podría sumarse a la que hoy cuenta con asistencia a la 
vejez en el marco del Plan de Equidad. Este tema lo estamos estudiando con el Banco de Previsión 
Social. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Voy a abordar algunos puntos específicos del planteo general que realizó 
la señora Ministra. Quisiera referirme -sin ser redundante, porque ya lo expusimos cuando vinimos a 
plantear y defender el presupuesto asignado para el Mides para el período- a algunos temas 
particulares relativos a dos cuestiones. El Mides se plantea -y no solo se lo plantea el Mides, pero 
luego pasaré a explicar el porqué- dos elementos indispensables para abordar el trabajo: uno es 
abordar todos los aspectos económicos que tienen que ver con la exclusión social, y el otro, lo que 
tiene que ver con aspectos no económicos. Me refiero a exclusión social, y no hablo de indigencia y 
pobreza porque, como bien decía la señora Ministra, en los últimos años los guarismos de indigencia y 
pobreza han bajado significativamente. Eso no implica que los fenómenos de exclusión no estén 


asociados directamente a los fenómenos de la determinación por ingresos de la indigencia y la 
pobreza. 


De esos dos grandes elementos que planteé, uno tiene que ver con todos los elementos 
socioeducativos -algunos con la preparación para lo sociolaboral- y el otro con las transferencias. 
Quiero hacer esta separación porque uno no es entendible sin el otro. 


Como bien dijo la señora Ministra, para que la población pueda salir de ciertas situaciones es 
necesaria una política de ingresos, acompañada de políticas socioeducativas que le permitan estar en 
mejores condiciones para poder asirse de las políticas estructurales que presenta el Gobierno. 


En cuanto a las transferencias, podríamos decir que dos de ellas son las de mayor 
envergadura. Su cobertura se realiza a través de la tarjeta Uruguay Social -ya discutimos en el 
Presupuesto su componente alimentario- y de las Asignaciones Familiares, con respecto a la cual hoy 
coexisten por lo menos dos leyes, una que tiene que ver con las Asignaciones Familiares Contributivas 
y otra con las Asignaciones Familiares Plan de Equidad. Entre ambas rondan las 600.000 prestaciones; 
aproximadamente 420.000 corresponden a Asignaciones Familiares Plan de Equidad y, el resto, a 
Asignaciones Familiares Contributivas. 


Esto también está dentro del proceso de debate en el Consejo Nacional de Política Social que, 
como bien decía la señora Ministra, es un ámbito donde no solo están los Ministerios que componen el 
Gabinete Social, sino también los organismos del Estado prestadores de políticas sociales, como el 
Banco de Previsión Social, ANEP e INAU, entre otros. Incluso también está convocado el Congreso de 
Intendentes, que por diversas razones y de acuerdo con lo conversado con el señor Presidente, 
todavía no ha podido designar a su delegado ante el organismo. Esto tiene que ver con que hay un 
correlato a nivel territorial: las Mesas Interinstitucionales. Estamos planteando la sanción de un decreto 
para poner al día sus competencias y niveles de responsabilidad, sobre todo en la posibilidad de toma 
de decisiones. Por tanto, hay una representación de un nivel jerárquico importante para poder tomar 
decisiones que hacen, ni más ni menos, a la traducción de la política pública a nivel general en los 
espacios territoriales. No es lo mismo una política pública determinada para Fraile Muerto, que para 
Bella Unión o para Vichadero. Entonces, esa traducción tienen que hacerla los operadores de política 
social en el territorio, y es por eso que queremos dar una jerarquía mucho mayor a las Mesas 
Interinstitucionales. 


La discusión que se está dando en ese ámbito, va -y esto es parte de un debate académico 
desde hace tiempo- desde la universalización de las Asignaciones Familiares hasta el planteo hecho en 
la Presidencia de la República acerca de la duplicación de las Asignaciones Familiares Rurales. Eso 
lleva a un conflicto desde el punto de vista conceptual, entre qué se entiende por ruralidad y qué por 
población rural. Estamos en ese proceso. En ese sentido, el jueves pasado el Ministerio de Desarrollo 
Social comenzó un proceso de debate de construcción de un concepto de ruralidad. 


La Tarjeta Uruguay Social está siendo la base, como herramienta, para la incorporación de 
otros elementos aplicados a política pública, no necesariamente sociales. Por ejemplo, las 80.000 
tarjetas de Uruguay Social vinculadas a lo que es el rubro alimentario que otorgan la SICA -organismo 
en el que intervienen el Ministerio de Salud Pública, ASSE, el INDA y el Ministerio de Desarrollo 
Social-, van a ser la base para una propuesta de devolución total de IVA a sus tenedores, dentro del 
concepto general de la rebaja de IVA a nivel genérico del 2%; y está trabajando una comisión especial, 
en la que también participa el Ministerio de Desarrollo Social. 


Un decreto del Poder Ejecutivo encomienda a los Ministerios de Desarrollo Social, de 
Industria, Energía y Minería y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a conformar un 
espacio de trabajo que permita elaborar una canasta de servicios energéticos, para lo cual se contará 
con una experiencia piloto a desarrollarse en el último trimestre de 2011. En este momento se está 
trabajando para generar protección a los hogares de menores recursos, que se encuentran en una 
situación de gran vulnerabilidad desde el punto de vista socio-habitacional, particularmente en lo que 
tiene que ver con el tipo de conexiones con que cuentan las viviendas y que pueden ocasionar 
accidentes fatales. 


A su vez, existe la posibilidad de trabajar en conjunto con técnicos especializados en la 
materia sobre el comportamiento que debe darse a nivel de los hogares vulnerables con relación al uso 
de la energía. Esto está vinculado a la forma de obtención de la energía eléctrica y a la generación de 
una cultura de pago mínimo que les permitirá descolgarse y regularizar la situación. Además, 
pensamos que por esta vía se podrá llegar a sustituir el sistema de uso de energía eléctrica por el gas. 
Para llevar a cabo esto se deberá tener en cuenta los mecanismos de seguridad y la incorporación de 
las instrucciones impartidas por CEUTA. Actualmente, desde este Centro se viene trabajando con las 
autoridades de UTE en lo que refiere a los cambios de hábitos y culturales, que permitan un mejor 
acceso a los servicios energéticos. Esta tarea viene siendo coordinada por la Dirección Nacional de 
Energía, dependiente del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Con respecto al uso del agua, quiero citar una experiencia muy reciente, que ha sido 
evaluada positivamente, relacionada con la tarifa plana de OSE y con la conexión a los servicios de 
saneamiento. Esto posibilitó que el organismo no solo no perdiera ingresos, sino que los incrementara. 
Precisamente, esta evaluación nos permitirá expandir ese modelo hacia este concepto de canasta 
energética en la experiencia piloto que vamos a desarrollar. Concomitantemente, y más allá de la tarifa 
de consumo básico que la UTE ha implantado en coordinación con el Mides, se pretende generar una 
propuesta para ver si del lado de esos beneficios se puede llegar -entre el Mides y UTE, uno como 
organismo especializado en el trabajo con población vulnerable y otro como proveedor de servicios de 
energía- a reconstruir una cultura de pago y recuperar el concepto de la formalización para ese tipo de 
trabajo. O sea que la tarjeta, más allá del componente alimentario -que es el que más se conoce por su 
uso-, está sirviendo también como plataforma para las experiencias piloto de otras utilidades. En un 
futuro cercano tenemos pensado introducir, en todos nuestros emprendimientos, el concepto de 
integración socio-cultural, de forma tal que esta tarjeta, unida a la tarjeta joven, permita a la población 
involucrada acceder a espectáculos artísticos y deportivos. Hasta aquí hemos hecho referencia a las 
transferencias estrictas, que son las que más se conocen. 


Con respecto al tema de asistencia a la vejez recuerdo que, tanto en esta Comisión como en 
la correspondiente de la Cámara de Representantes, en ocasión de la consideración del Presupuesto, 
hablamos sobre la posibilidad de iniciar un debate para que, una vez que se lograra bajar la edad de la 
pensión a la vejez, se pudiera incorporar este concepto a la población. Se apunta a que todas aquellas 
restricciones que provengan de familiares obligados sean minimizadas y abarquen a la mayor 
población posible, de forma tal que no existan dos normas diferentes que persigan el mismo fin. La 
idea es procesar un inicio de discusión sobre el tema y creemos que de nuestro lado lo estamos 
haciendo a nivel de los organismos correspondientes. Además, contamos con políticas socioeducativas 
que tienen que ver con la producción social de bienes y servicios a la que estamos bastante jugados, 
tal como señaló la señora Ministra, particularmente en el caso de las cooperativas sociales. En este 
sentido, esta Casa votó una -ley que el Mides tuvo que reglamentar-, que disponía la posibilidad de 
que, en tanto fueran reconocidas por nuestra Cartera como cooperativas sociales, pasaran a integrar la 
lista de proveedores del Estado a que habilita el TOCAR. Este tipo de argumentación que se establece 
en la norma ha permitido que distintos organismos del Estado puedan brindar cierto tipo de servicios de 
forma tal que la población con la que trabaja el Mides posea una de las famosas rutas de salida con el 
apoyo, en principio, de esos espacios. El Ministerio no quiere consolidar situaciones de precariedad 
tanto desde el punto de vista institucional como de la participación permanente del Estado en la 
generación de salidas. Por ello, estamos trabajando con el INCOOP en la protocolización del pasaje de 
cooperativas sociales a cooperativas de servicios, de trabajo o de producción. A nivel de la 
reglamentación existe una serie de análisis e indicadores para considerar cuándo una cooperativa 
social está en condiciones de dar un salto cualitativo en su organización y, de alguna manera, no 
hacerse de los beneficios que le otorga el Estado; de otro modo, sería una forma encubierta de permitir 
ciertas facilidades contra otro tipo de organización laboral para insertarse en el mercado. Un caso 
claro de lo que nosotros denominamos como trabajo de cercanía, es decir, de cooperativa social, es el 
convenio realizado con ASSE. Hoy tenemos cooperativas sociales que están realizando el 
mantenimiento del ex Edificio Libertad donde actualmente está instalada ASSE. Así sucede con otros 
organismos del Estado, nacionales y departamentales, como así también a nivel de las intendencias 
donde se están desarrollando estas tareas. 


En un escalón más avanzado está el tema que planteaba la señora Ministra relativo a los 
emprendimientos productivos, sobre todo, de producción en agricultura familiar, no solamente de 
huertas familiares -como señalaba el señor Senador Chiruchi- sino que abarca un concepto más 
general porque quisimos dar amplitud suficiente para poder trabajar varios elementos que pudieran 


aparecer en la escena, de acuerdo con las coyunturas determinadas sobre los distintos lugares. Este 
proyecto -no solo lo hacemos con ANCAP, sino que es ANCAP- AILUR- Mides-, desde nuestro punto de 
vista, tiene que ver con huertas de agricultura familiar urbana y rural. También queremos dar un 
mensaje en el sentido de que las empresas del Estado, desde su rol o su función de responsabilidad 
socio-empresarial, pueden aportar a las políticas que, de alguna manera, este lleva adelante. Este es el 
concepto general de por qué se da ese triangulo virtuoso entre organismos del Estado, población y 
empresas públicas. Este concepto de agricultura familiar urbana y rural también está vinculado al 
concepto de seguridad alimentaria -otro de los puntos que también trabaja con el rubro alimentario de 
la Tarjeta Uruguay Social- en donde se trabaja con una Comisión específica en el Consejo Nacional de 
Política Social. Se trata de instalar un sistema nacional de alimentación y nutrición en donde estén 
involucrados el Ministerio de Salud Pública, ASSE, INDA, INIA, Mides y el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, intentando desarrollar, a través de la seguridad alimentaria de nutrición, la 
capacidad de generar procesos de producción familiar y, a la vez, tomando la experiencia de la ley de 
cooperativas sociales -tal como señalaba la señora Ministra- para lograr que parte de la producción que 
realicen estos productores familiares pueda ser adquirida por el Estado sin tener que entrar 
necesariamente en el sistema de compras. Días pasados estuve en Bella Unión y algunos productores 
de la zona me plantearon que lo que ellos producían venía al Mercado Modelo, se vendía en 
Montevideo y luego se consumía de nuevo en aquella ciudad. Ese recorrido de 1.250 kilómetros que 
hacen los alimentos perecederos va en contra de los procesos de seguridad alimentaria. En función de 
esos conceptos es que estamos trabajando por la centralidad y atacando tanto los factores económicos 
que llevan a la exclusión social, como los que no tienen ese carácter. Por esa razón es que, a veces, la 
determinación de la población objetivo y de la cobertura puede ser algo inestable desde el punto de 
vista de un rigor científico, controlado solamente por los métodos de ingreso. Mencionamos el caso 
particular de los clasificadores que planteaba la señora Ministra, porque hemos visto que algunos 
grupos de clasificadores o sus familias, por el método de ingreso ni siquiera figuran por debajo de la 
línea de pobreza. Hay fenómenos groseros de exclusión social y de trabajo infantil, problema que 
también estamos atacando con esta batería de iniciativas a que aludimos. 


Haremos un planteo complementario del que realizó la señora Ministra, a fin de que se pueda 
entender lo relativo a las personas en situación de calle y a otros elementos de articulación que se 
están implementando entre varios actores, tales como la ENIA -Estrategia Nacional para la Infancia y 
Adolescencia-, entre otros. Queremos que se entienda que hemos desarrollado políticas sociales de 
acuerdo con lo que se ha necesitado en su momento. Por esa razón, siempre hablamos de políticas 
sociales a medida y universalizables, porque no todos precisan lo mismo y en igual momento. 


SEÑOR CAMPANELLA.- Del planteo de la señora Ministr a me gustaría abordar los aspectos más 
estrictamente relacionados con la dirección del Programa Infamilia, que van desde trabajar en 
programas para la primera infancia, hasta la adolescencia. Quisiera hacer un recorrido rápido por los 
puntos en que estamos trabajando, pero mirando primero las macropolíticas que vienen desde el 
ejercicio pasado y, dentro de éstas, cuáles son los programas que se desarrollan con el apoyo del 
Ministerio. Por otra parte, habremos de referirnos a la institucionalidad. 


En términos de macropolítica, como bien señalaba la señora Ministra, en el quinquenio 
anterior se produjeron dos grandes eventos que vale la pena destacar, porque son los que siguen 
enmarcando los esfuerzos que se hacen desde el Ministerio. El primero de ellos es el Plan de Equidad, 
que sucede al Plan de Emergencia y comienza a funcionar en enero de 2008. El segundo gran evento, 
que marca un lineamiento de política estratégica de largo plazo, como la Estrategia Nacional para la 
Infancia y Adolescencia, se aprobó hacia finales de 2008 y se hizo en el marco de un proceso de 
debate que duró todo el año y terminó resumiéndose en nueve lineamientos estratégicos que cuentan 
con un acuerdo muy amplio desde el punto de vista político y social. Como estrategia de infancia y 
adolescencia, justamente se marca un rumbo, si bien en cada uno de los períodos de Gobierno 
corresponde ir asociándole planes concretos de trabajo. 


Esos son los dos procesos de macropolíticas, pero sobre los planes de trabajo para este 
quinquenio corresponde destacar lo siguiente. En primer lugar, esos planes de trabajo no son 
exclusivos del Ministerio de Desarrollo Social, porque cualquiera de los dos, tanto el Plan de Equidad 
como la ENIA, entrelazan los esfuerzos de varias instituciones a la vez, mayoritariamente del Estado, 
pero también los de organizaciones de la sociedad civil y del sector privado, aunque a esto quizás me 
refiera más adelante. 


En segundo lugar, quiero decir que parte de lo que se plasma para este quinquenio está 
contenido en la Ley de Presupuesto que el Parlamento sancionó el año pasado. Al respecto, me 
interesa destacar que la Ley de Presupuesto fue elaborada en función de los incrementales, dada una 
línea de base del año 2009, de hecho año 2010 porque replica. En el Ministerio, junto con otros 
organismos que participan en una de las Comisiones del Consejo Nacional de Políticas Sociales, nos 
tomamos el trabajo de identificar cuál era el esfuerzo que se hacía en los presupuestos de los distintos 
organismos para efectivizar el cumplimiento del plan de acción de la ENIA 2010-2015 y lo cierto es que 
las noticias, en términos presupuestales, son muy alentadoras. En la mayoría de los casos, lo hicimos 
sobre la base de algunos organismos y, como dije, hemos podido comprobar que existe un 
presupuesto incremental sustantivo para este quinquenio, tomando en consideración los años 2011, 
2012, 2013 y 2014 inclusive, que asciende a aproximadamente US$ 850:000.000. 


Esto sirve como antecedente para ingresar al segundo eje y ver cuál es su contenido 
programático, es decir, hacia dónde va, en el quinquenio, ese esfuerzo presupuestal y qué aspectos 
acompaña o a cuáles está asociado el Ministerio de Desarrollo Social. Hay que entender que la parte 
programática, los proyectos o los contenidos efectivos, se apoyan en dos grandes categorías: la 
consolidación y la innovación. En muchos de los casos -como señalaba la señora Ministra- se intenta 
consolidar programas y acciones que, por lo menos, se iniciaron en el quinquenio anterior e, incluso, en 
algunos casos provienen de antes. Eso es consolidar, es decir, revisarlas, ver si vale la pena 
sostenerlas y, en función de ello, llevarlas a cabo y en algunos casos ampliarlas, pero en ningún caso 
significa cristalizar las acciones que veníamos haciendo. 


El segundo concepto consiste en incorporar y desarrollar nuevas acciones para salir al 
encuentro de problemas que no habían sido atendidos en el quinquenio anterior, ya fuera en términos 
de capacidad de acción del Gobierno o porque, como la vida es dinámica, las problemáticas van 
cambiando y. en la medida en que se solucionan algunas, otras emergen con más fuerza. 


Sobre las dos categorías de consolidación e innovación me interesa contar a los señores 
Senadores cuáles son los proyectos que estamos desarrollando en las áreas que van desde la primera 
infancia hasta la adolescencia. En lo que refiere a la primera infancia, se está trabajando fuertemente 
en el concepto de desarrollo infantil, y los tres grandes organismos asociados al Ministerio de 
Desarrollo Social para llevar a cabo políticas en esos términos desde el Gobierno, obviamente, son el 
INAU, ASSE y el Ministerio de Salud Pública. El trabajo para la primera infancia comienza en la etapa 
del embarazo y se realiza un primer corte en los tres años, a los efectos de diferenciarlo del resto del 
ciclo de la vida. 


En este caso se vienen desarrollando dos o tres políticas sustantivas. La primera de ellas, que 
está más asociada a los macroprocesos y al relanzamiento del Plan de Equidad, es el sistema de 
cuidados, que toma uno de los tres ejes privilegiados de la primera infancia. ¿Qué sentido tiene tomar 
la primera infancia como uno de los ejes privilegiados en este quinquenio para la construcción de un 
Sistema Nacional de Primera Infancia? Claramente, aparece como una de las poblaciones que 
requiere más cuidados desde el embarazo hasta los tres años inclusive, pero además, quienes están a 
su alrededor también requieren un tratamiento o una mirada especial. Obviamente, esto se vincula con 
posibilidades de empleo, reglamentaciones referidas a licencias, etcétera. 


En cuanto a los ejes del sistema de cuidados en el caso de la primera infancia, nos 
proponemos trabajar en base a un debate nacional que lanzaremos a fines de agosto. Tal vez sea muy 
rimbombante hablar de debate nacional, pero pretendemos que se constituya una mesa de diálogo 
nacional para definir los ejes a trabajar en cuatro planos. En términos de primera infancia necesitamos 
trabajar en dos ejes bien claros, como son la regulación y la aparición o necesidad de creación de 
nuevos servicios. Por supuesto, también debemos pensar en la formación de personal y, en el caso de 
primera infancia, en la formación de técnicos, ya que muchas veces los niños son cuidados fuera del 
hogar. Sin embargo, muchas veces, el cuidado de los niños en ese tramo de edad se resuelve dentro 
del hogar y, en cierta medida, disfrazamos estos cuidados -perdóneseme la expresión- con el servicio 
doméstico; se mezclan ambas cosas y ahí, claramente, hay una necesidad de trabajo en términos de 
formación. Estas serían las macro políticas en primera infancia. Uno de los dos proyectos que desde el 
Ministerio estamos apoyando es la extensión del Plan Aduana que se inició en la década del setenta y 
que en su momento abarcaba exclusivamente al departamento de Montevideo. Si bien no voy a 
explicar este plan en detalle, quiero mencionar que desde fines del quinquenio pasado -y también en 


este- es nuestro propósito apoyar a ASSE para lograr la extensión del Plan Aduana a todo el país. 
Esto claramente significa tensionar el primer nivel de atención de ASSE porque requiere capacitación 
de personal técnico y médico, y en esto venimos dando nuestro apoyo desde el Ministerio. El segundo 
proyecto que estamos apoyando está relacionado con el que recién mencioné, pues se trata de 
abarcar con el Plan Aduana el período de embarazo. Seguramente, ya deben conocer las cifras que se 
divulgaron algunas semanas atrás sobre la caída del índice de mortalidad, lo que obviamente nos 
alegra a todos, como sociedad, porque estamos muy cerca de la meta del milenio. Sin embargo, se 
presenta un desafío nuevo con problemas más concentrados porque para sostener y bajar aún más la 
tasa de mortalidad, habrá que trabajar sobre problemas específicos. Uno de ellos es el embarazo y 
para eso tenemos que mejorar la captación, hacerla en forma más temprana y aumentar el número de 
controles durante la gestación. ¿Por qué? Porque, como saben, el fenómeno de prematurez y, a su 
vez, la mortalidad infantil se asocian con el momento en que se inicia el control y con la cantidad de 
controles que se hagan a la embarazada. Quiere decir que hay una cadena causal entre todos estos 
fenómenos y, por tanto, estamos haciendo un trabajo fuerte para mejorar la captación del embarazo, lo 
que requiere tener una especie de antena territorial. Esto implica tener dispositivos que estén en 
contacto con la población en edad fértil que, en el Uruguay, se encuentra con más fuerza entre los 20 y 
24 años, lo que permitiría que cuando se identifica a una mujer embarazada, rápidamente se la pueda 
derivar a los centros de salud. 


Por otro lado y también en lo que tiene que ver con primera infancia, como segunda política 
del Ministerio, continuamos apoyando la ampliación del Plan CAIF, cuyas bondades son por todos 
conocidas. Esta es una política que se inició a fines del año 1989, que tuvo una expansión fuerte en la 
década de los noventa y otra más importante en el quinquenio anterior. Hoy se atiende a 
aproximadamente 45.000 niños y niñas con este Plan; y en este Gobierno vamos por más: la apertura 
de al menos cien nuevos centros. Evidentemente, la concreción de estos nuevos centros no se hace 
con un chasquido de dedos porque se requiere que se cumplan varias condiciones. La primera de ellas 
es contar con una asociación civil que los gestione, ya que el Plan CAIF es un ejemplo de asociación 
Estado-sociedad civil, bajo un programa común y con la supervisión estatal. En segundo término, se 
requieren locales adecuados porque no podemos cometer los mismos errores del pasado y extender el 
Plan CAIF a locales inadecuados. Esto nos dio bastantes dolores de cabeza en el quinquenio anterior 
porque tuvimos que modificar los modelos de gestión y arreglar los locales que se habían habilitado en 
otros años, con el fin de transformarlos en algo adecuado para la atención. En tercer lugar, hay que 
tener una institucionalidad capaz de soportar una expansión de cien centros. Al hablar de un mínimo de 
cien centros estamos diciendo que en el quinquenio se produciría un incremento de casi un tercio más 
de los que hoy tenemos. En la actualidad hay aproximadamente trecientos centros; quiere decir que 
cien más representan una tercera parte de aumento en pocos años, lo que va a producir una tensión a 
nivel institucional. Para terminar lo relativo a primera infancia, quiero mencionar algunos datos que, 
creo, pueden interesarles. 


En lo relativo al sistema de cuidados, vamos a necesitar, en primer lugar, que el Poder 
Legislativo se involucre; nos parece importante la participación de todos los Legisladores. Respecto a 
esto, me consta que algunos de los señores Senadores que están aquí presentes tienen un interés y 
un compromiso fuerte con el tema primera infancia, por lo que su aporte será sustantivo. En segundo 
término, también vamos a necesitar de su apoyo porque seguramente este sistema de cuidados tendrá 
una traducción legal. Habrá que trabajar, entonces, en algunas leyes cuyos borradores seguramente 
recibirán a fines del año próximo y que requerirán un trabajo rápido. 


Los datos que quería compartir con ustedes provienen de una encuesta que hizo UNICEF 
sobre desarrollo infantil y estado nutricional -ya se realizó una en Uruguay en 2006- a fines del 2010 y 
principios del 2011. Si bien aún no se ha terminado de procesar esta encuesta de UNICEF, podemos 
adelantar que va a aportar datos muy alentadores. Por ejemplo, con respecto a la lactancia -los aquí 
presentes tienen conocimiento de la importancia de la lactancia materna en los primeros seis meses de 
vida-, si comparamos el año 2006 con el 2010, tenemos que en este último la lactancia exclusiva se 
duplica en Uruguay. Este es un dato que, como sociedad, nos tiene que alegrar porque significa la 
persistencia de una política sostenida en el tiempo para lograr objetivos que no se pueden alcanzar a 
corto plazo. Esto también nos da la razón, como Gobierno, de seguir invirtiendo y apostando en 
políticas con resultados a largo plazo. 


En cuanto a la relación peso-talla, también mejoramos, no así con relación a la obesidad. Si 
bien Uruguay está lejos de los guarismos de otros países, la obesidad comienza a aparecer como un 
problema. 


En la encuesta anteriormente mencionada, también se hizo un estudio de prevalencia de la 
anemia -es el primero realizado en Uruguay- en niños mayores a seis meses, detectada a través de 
una muestra de sangre. 


Con respecto a la infancia, se está trabajando para mejorar la calidad educativa. 
Concretamente, forman parte del Plan de Equidad la consolidación de prueba de maestros 
comunitarios y la universalización de la educación física en las escuelas. Recuerdo a los señores 
Senadores que en el año 2007 se votó, por primera vez en el Parlamento, la Ley de la 
Universalización de la Educación Física en las escuelas. Recién en el año 2009 se pudo cumplir 
cabalmente esa ley; recién en ese año se logró que las mil escuelas urbanas del país tuvieran 
educación física, que por primera vez un profesor de educación física integrara el centro educativo 
durante veinte horas. Seguramente, los señores Senadores conocen las virtudes de la educación física 
en el currículum escolar en cuanto al desarrollo físico, intelectual y emocional de los niños. Por lo tanto, 
es una política que se debe sostener en el tiempo. No fue nada fácil llegar a esa meta y tampoco lo es 
sostenerla en el quinquenio. Además de tener profesores de educación física en las escuelas, se debe 
contar con materiales y espacios adecuados para poder desarrollarla. Reitero, los desafíos que 
tenemos hoy son los materiales y el mejoramiento de los espacios destinados a la práctica de deportes 
en las escuelas. 


Desde el Mides, a través del Programa Infamilia, seguimos apoyando a la escuela primaria y 
tratando de lograr institucionalidad. Primaria no estaba preparada para contar con 1.200 docentes de 
educación física, porque hasta hace tres o cuatro años tenía menos de 100. A estos docentes hay que 
formarlos, supervisarlos, convocarlos anualmente y demás. Venimos apoyando a Primaria para que, 
efectivamente, esta política se consolide y también lo hacemos en la compra y reposición de materiales 
para el desarrollo de la educación física en las escuelas. Obviamente, es tarea de Educación Primaria 
y del CODICEN seguir mejorando los espacios para el desarrollo de la educación física, como así 
también generar alianzas con espacios comunitarios. 


Por otro lado, existe un programa, diría, a punto de caramelo entre Educación Primaria y 
Secundaria al que denominamos Programa de Tránsito Educativo. Afortunadamente, en Educación 
Primaria tenemos una cobertura universal de la educación, pero el tema es que hemos comenzado a 
tener problemas en torno a la cobertura en educación media. Se comienza a ver con claridad este 
problema cuando los niños culminan Primaria y pasan a la educación media. Ese pasaje implica que 
algunos no lleguen a la educación media y que aquellos que sí lo logran caigan en el primer año. Para 
estos últimos, durante el Período pasado se han desarrollado políticas de inclusión educativa. 


Con relación al Programa Tránsito Educativo, junto con Educación Primaria, Educación 
Secundaria, la Universidad del Trabajo del Uruguay, el Ministerio de Desarrollo Social -a través del 
Programa Infamilia-, el Ministerio de Educación y Cultura, la Administración de Servicios de Salud del 
Estado y Salud Pública -ahora no voy a explicar por qué todos estos organismos-, estamos generando 
puentes claros entre Educación Primaria y Educación Secundaria. Esto va a implicar, por un lado, 
focalizar las políticas en los niños que estén en riesgo de no tomar contacto con la enseñanza media, y 
por otro, tener un gran abanico de posibilidades para el pasaje de una etapa a la otra, a los efectos de 
que el ciclo educativo sea un sistema y no ciclos separados. 


En lo que respecta a la inclusión educativa -ya ingresando en el tema de la adolescencia-, 
seguimos consolidando y expandiendo programas provenientes del período anterior. En el caso de 
“Aulas Comunitarias”, el quinquenio anterior se cerró con 18 aulas comunitarias; este año ya tenemos 
22 y estamos en camino de consolidar la número 23, con una experiencia novedosa en el Liceo N* 2 
de Pinar Norte. Actualmente, están participando 1.650 adolescentes que no habían tomado contacto 
con la enseñanza media o, si lo habían hecho, se habían desvinculado de ella. Estamos obteniendo 
muy buenos resultados, pero continuamos ajustando el programa porque requiere una mayor inserción 
en la política estructural de Educación Secundaria y de la Universidad del Trabajo del Uruguay. 


El otro plan es el de Formación Profesional Básica (FPB) de la Universidad del Trabajo del 
Uruguay, que se desarrolla dentro de sus propios locales y, además, hay experiencias comunitarias. El 
quinquenio anterior cerró con cinco de estas experiencias y hoy ya tenemos ocho, una de las cuales se 
desarrolla en Paysandú, en el proyecto “Con los Pies en la Tierra”. En el FPB participan más de 3.500 
adolescentes mayores de 15 años que no habían tenido contacto o se habían desvinculado de la 
enseñanza media. El objetivo de este programa es que completen el Ciclo Básico de enseñanza media 
y, además, aprendan una tecnicatura, que puede ser de informática, gastronomía, agropecuaria, 
etcétera, ya que hay una oferta bastante variada. Como todos sabemos, el haber culminado ciclos de 
educación tiene un muy buen retorno para el futuro de los adolescentes y jóvenes porque marca una 
diferencia en cuanto a su inserción laboral. 


Además del programa Tránsito Educativo que ya mencioné, estamos desarrollando algunos 
nuevos como, por ejemplo, el denominado Compromiso Educativo, que está orientado al segundo ciclo 
de educación. Es un programa interinstitucional en el que, aparte del Ministerio de Desarrollo Social -a 
través del INJU y de Infamilia-, participan el Ministerio de Educación y Cultura, Educación Secundaria, 
el CODICEN, la Universidad del Trabajo del Uruguay, la Universidad de la República y el INAU. Se 
trata de un programa para la retención en la enseñanza media superior, que este año comenzó en 39 
liceos a nivel de primer año. El año próximo lo vamos a extender a más liceos de enseñanza media. 
Cabe señalar que a este programa se integran algunas medidas, tales como un acuerdo firmado con 
los adolescentes, que seguramente conocerán, ya que a principios de este año el tema estuvo en la 
prensa y se hicieron las aclaraciones pertinentes. Otra de las medidas es la apertura de los centros 
educativos durante los fines de semana, apoyada por el Ministerio de Desarrollo Social, a través del 
INJU. En fin, en términos de adolescencia y de educación, la clave está en la inclusión educativa. 


Por último -y con esto cierro el tema de la adolescencia-, quiero destacar el trabajo que se 
realiza en el eje de la salud. Desde nuestro Ministerio apoyamos a la Administración de Servicios de 
Salud del Estado y al Ministerio de Salud Pública en esta tarea, que se lleva a cabo mediante dos 
proyectos, uno de los cuales es bastante micro -pero tiene posibilidades de expansión-, y es el de las 
Consejerías de Salud en los liceos. El año pasado comenzamos en dos lugares y este año vamos a 
ampliar el espectro. Es un proyecto conjunto entre Salud Pública y Mides-Infamilia mediante el cual se 
instala una Consejería de Salud dentro del centro educativo, donde los adolescentes toman contacto 
con temas relacionados con la salud sexual y reproductiva. 


Todas estas cuestiones requieren un trabajo de hormiga. Creo que algunos datos que se 
presentaron hace poco tiempo en términos de la caída del embarazo adolescente y de la cantidad de 
hijos que tienen los sectores más vulnerables con respecto a la media poblacional demuestran que, 
teniendo cierta persistencia a lo largo del tiempo, estas políticas terminan dando resultados positivos. 


Finalmente, quiero referirme a los espacios iniciados en el quinquenio anterior, de atención 
en salud para adolescentes, con la Administración de Servicios de Salud del Estado. Cabe destacar 
que en este quinquenio el propio Ministerio de Salud Pública los está incluyendo dentro de las metas 
prestacionales a cubrir por el Sistema Nacional Integrado de Salud. 


SEÑOR SOLARI.- Con el mayor de los respetos hacia los colegas y los invitados, quiero recordar que 
la Comisión empezó con retraso -obviamente, por razones fundadas:-, llevamos casi una hora y media 
de exposición y pienso que la riqueza de esta reunión es el intercambio, de manera que agradezco 
profundamente las presentaciones, pero solicitaría que fueran más resumidas a los efectos de tener 
tiempo para el intercambio. 


SEÑOR PEREYRA.- Muy bien; con ese énfasis voy a hacer mi exposición, que se va a centrar en un 
programa que se está intentado llevar adelante y creo que es el que más interesa a los señores 
Senadores. Me refiero al Programa de Asistencia a Personas en Situación de Calle. 


Con la creación del Programa de Atención Nacional a la Emergencia Social del Ministerio de 
Desarrollo Social se inicia este Programa -que antes se llamaba Atención a los Sin Techo- y una de las 
primeras modificaciones que se efectúan es que funcione todo el año. Hay antecedentes de otros 
Programas como Frío Polar y algunos desarrollados por las Intendencias Municipales. El Ministerio 
asume esa tarea de manera interinstitucional. A partir de ahí se crea una Comisión en la que participan 


el INDA, el Ministerio de Salud Pública, ASSE, el Ministerio del Interior, la Intendencia de Montevideo, 
el BPS y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En esa Comisión se 
trabaja el Programa y se constatan las diferentes problemáticas que se plantean y cómo seguir 
avanzando. Hemos modificado el Programa de manera de trabajar escalonadamente para lograr una 
mayor autonomía de las personas. En ese sentido, hemos generado un sistema con dos equipos que 
trabajan en la calle. Uno de ellos es un móvil, una brigada de calle que hace recorridas para encontrar 
a la población en situación de calle, intentando ganar su confianza, tratando de detectar si tiene algún 
tipo de patología -sobre todo, psiquiátrica o adicciones- y se intenta ingresarla a alguno de los centros. 
En principio, el proceso que desarrollamos con estas personas es intentar integrarlas a alguno de los 
centros nocturnos, en función de los perfiles de la población y trabajando con los equipos 
multidisciplinarios de esos lugares. Una vez que se estudia a la población, se evalúa cuál es la persona 
que puede egresar del centro para ir a una casa de medio camino o a una pensión social que, hoy por 
hoy, está en la órbita de la Intendencia y del Ministerio de Desarrollo Social. En estas pensiones 
sociales la población se administra con mayor autonomía, pero también tiene un equipo 
multidisciplinario que hace un acompañamiento. Asimismo, trabajamos con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para ver cómo logramos una mayor autonomía de las 
personas en situación de calle. 


Ahora bien, ¿cuál es la dificultad que tenemos en este Programa? La primera es que existen 
pocos estudios sobre la población en situación de calle, y cuando digo esto me refiero a las personas 
que pernoctan en la calle. El Ministerio de Desarrollo Social ha sido el único organismo que ha 
realizado estudios en ese sentido: uno en el año 2006 y otro en el 2010. En el año 2006 hicimos un 
conteo, con voluntarios, de las personas que estaban en los centros y las que se encontraban en calle. 
El resultado fue que, en el año 2006, se encontraban en la calle alrededor de 380 personas, mientras 
que en el año 2010 hay unas 550. 


Como los señores Senadores pueden observar, la cantidad de personas que están en la calle 
ha aumentado, en contraposición a la disminución de la pobreza y la indigencia que ha habido en el 
país. Trabajando con los diferentes equipos que tenemos en el programa y con los siquiatras de ASSE, 
surge el motivo de este aumento y se ve cuáles son las diferentes problemáticas de esta población. 
Detectamos que, aproximadamente, un 90% de las personas que están en situación de calle tienen 
algún tipo de patología siquiátrica y que también ha aumentado el número de personas con adicciones. 
Otro dato muy importante para informar es que un 89% de las personas que están en situación de calle 
son hombres y es algo que debemos analizar. 


SEÑORA XAVIER.- ¿Y cuál es el rango de edad? 


SEÑOR PEREYRA.- La mayor cantidad está entre 30 y 56 años, aunque la edad de las personas que 
se encuentran en situación de calle está bajando, como se observa de los dos estudios que realizó el 
Ministerio. 


Por sobre todas las cosas estamos trabajando desde el punto de vista asistencial y 
promocional. Como bien decía la señora Ministra, en cada uno de los centros tenemos equipos 
multidisciplinarios integrados por sicólogos, asistentes sociales y educadores sociales e intentamos 
que los programas que ejecutan el Ministerio de Desarrollo Social y otros organismos, trabajen con 
esta población. Concretamente, me refiero a programas tales como el comúnmente denominado Yo sí 
puedo, Uruguay Integra, proyectos socioculturales o el proyecto urbano que tenemos con el Ministerio 
de Educación y Cultura, intentando trabajar desde el punto de vista promocional. A su vez, trabajamos 
a la par con ASSE y hoy el Ministerio cuenta con tres siquiatras que coordinan con el Hospital 
Vilardebó y las diferentes policlínicas. Creo que este es uno de los aspectos en que debemos 
profundizar el trabajo, ya que un 90% de las personas tiene algún tipo de patología siquiátrica. 


SEÑOR SOLARI.- Quisiera saber si este estudio y estos datos que se están brindando refieren al área 
metropolitana de Montevideo o a todo el país. 


SEÑOR PEREYRA.- Refieren al área metropolitana de Montevideo. Si bien la problemática de las 
personas en situación de calle se ve en todo el país, se concentra en Montevideo. Como decía antes, 


existen pocos estudios al respecto y lo que realizó el Ministerio de Desarrollo Social fue un conteo y 
censo de las personas en situación de calle en Montevideo. 


En el Ministerio y en la Comisión Interinstitucional estuvimos analizando el proyecto de ley 
que se plantea implementar y entendemos que nos permite lograr algunas limitantes del programa, 
pues no podemos obligar a asistir a alguno de los centros a las personas que no quieren hacerlo. Lo 
que intenta el proyecto es trabajar en ese sentido. Por tanto, creemos que hay algunos temas a tener 
en cuenta a la hora de cumplir con la ley, una vez que se apruebe el proyecto. Obviamente, el 
Ministerio solo no puede cumplir con este mandato que podría establecer el proyecto de ley, ya que la 
institución que se debe encargar del asunto cuando existe riesgo de vida es ASSE. Además, es un 
médico quien debe establecer la situación particular. Si bien estamos trabajando con ASSE, creemos 
que debemos fortalecer esa pata. También debemos trabajar con el Ministerio del Interior, pues se trata 
de una población con patologías siquiátricas muy agudas o problemas de adicciones. En esos casos, 
tenemos que ver cómo trabajar con el Ministerio del Interior y con ASSE. A su vez, debemos analizar 
cómo modificar los diferentes centros que tenemos para poder atender y retener, en contra de su 
voluntad, a una población que tiene las patologías a que hice referencia. Hoy por hoy, los diferentes 
centros que tienen el Ministerio y otras instituciones -el Ministerio no es el único que tiene centros con 
estas características, también los tiene el Banco de Previsión Social y el INAU- no están pensados 
para retener a personas en contra de su voluntad. Por eso, si queremos cumplir con este mandato, 
creemos que debe fortalecerse mucho esa pata. Además, hoy estamos trabajando para ampliar los 
cupos que tenemos; pensamos que a corto plazo podremos ampliarlos y tener 150 cupos nuevos. 
Debemos ampliar mucho más los cupos que actualmente tenemos para poder, así, atender a la 
población. 


SEÑORA XAVIER.- En total, ¿cuántos cupos son? 


SEÑOR PEREYRA.- Actualmente tenemos 800 cupos en Montevideo y 300 en el interior, distribuidos 
en diferentes modalidades: centros nocturnos, casas de medio camino, centros diurnos, casas 
asistidas y de veinticuatro horas. 


Consideramos que está bien el mecanismo de sacar a la población que hoy está en situación 
de calle, y hacerlo contra su voluntad. Tenemos que generar algunos centros que puedan retenerla 
pero, además, crear los mecanismos desde el punto de vista promocional, que es en lo que hace 
mucho énfasis el Ministerio de Desarrollo Social, pensando en los derechos. Tenemos que trabajar muy 
fuertemente para ampliar la cantidad de cupos, de manera de trabajar con toda la batería de 
programas que tiene el Ministerio, así como los otros organismos, pensando en la promoción de la 
población y en generarle mayor autonomía. 


SEÑORA XAVIER.- Agradezco la presencia de la señora Ministra y de los representantes del 
Ministerio. 


Pido disculpas por haber llegado tarde, pero, precisamente, estaba tratando el tema relativo 
a los cuidados, que ustedes informaron y del que oportunamente leeré la versión taquigráfica. 


Desde hace varios años estamos discutiendo el proyecto de ley que hemos presentado, 
relativo a personas en situación de calle, en realidad, desde el período en que tenemos la 
responsabilidad de Gobierno. 


Como contraposición, siempre se ha colocado el derecho de las personas a resolver sobre sí 
mismas, pero creemos que hay un aspecto de la Constitución de la República que no se está teniendo 
en cuenta: el que obliga a las personas a tener el cuidado sobre su salud y su bienestar. Creemos que 
no debemos llegar a la legislación sobre este aspecto cuando ya hayan ocurrido muchas situaciones 
irreversibles. Lamentablemente, con los fríos que se están sintiendo -aún no ha comenzado el 
invierno-, ya han ocurrido dos muertes por hipotermia y una tercera acontecida en la noche de ayer que 
aún no está aclarada, pero se trata de una persona que vivía en situación de calle. Por otra parte, 
desconozco cuál es la actual situación de dos personas que, viviendo en situación de calle, tuvieron un 
enfrentamiento violento por un plato de comida. 


No cabe duda de que necesitamos tener un debate y resolver, en esa contraposición de 
derechos que existe, cuál es la mejor forma entre lo que tenemos ahora y las políticas públicas que se 
han ido implementando. 


Nadie puede desconocer el incremento en los cupos, en la diversificación de las 
características de esas plazas disponibles. De todos modos, como ustedes bien informan, se ha 
incrementado la cantidad de personas en situación de calle de una manera significativa. Acá no hay 
una variante en más, o en menos, que no sea significativa; en términos absolutos, el número de 
personas ha aumentado. 


También es cierto que el consumo de sustancias problemáticas ha aumentado. Aclaro que 
digo esto sin conocer los relevamientos que se han hecho sobre el tema, cuyas conclusiones pido que 
nos las hagan llegar a la brevedad posible. Consideramos que sobre esta temática debemos darnos un 
debate lo más pronto posible, porque llegar tarde a las inclemencias del tiempo implica, para nosotros, 
la evolución de un trámite legislativo, pero para quien está en situación de calle, tal vez, la posibilidad 
de pasar el invierno o no hacerlo. Por lo tanto, creo que sería muy bueno tener las conclusiones de 
esos estudios, fundamentalmente, para que el conjunto de los Legisladores tengan claro por qué 
estamos dando este paso ahora y no lo hicimos antes, más allá de tener mandatos constitucionales - 
unos tan fuertes como otros-, que fueron avalados por un equipo parlamentario que trabajó en esta 
materia desde el punto de vista técnico. El proyecto de ley podrá tener esta redacción u otra, pero lo 
que realmente se buscó fue que fuera contundente, concreta, que no diera lugar a doble interpretación 
y que mantuviera el margen de flexibilidad necesario para que los tres Ministerios adecuen la norma 
legal a las diferentes realidades. Creo que cualquiera de nosotros, que vivimos en Montevideo, 
claramente advierte cómo ha variado la población en situación de calle. Hace algunas décadas era 
bastante parejo entre la mujer y el varón; ahora es notorio que, en una abrumadora mayoría, se trata 
de varones y cada vez más jóvenes. Es más, el número se incrementó a un nivel que, a ojo de 
transeúnte, es superior al registrado en el año 2002, con la profundización de una crisis como la que 
nos tocó vivir. 


Pienso que la falla en la política pública no puede ser levantada si no se conocen algunas 
claves que se pueden estar dando en el comportamiento, en particular, de los sectores varoniles de 
cincuenta y menos años. Mientras despejamos las incógnitas que debemos conocer para ser más 
eficientes y eficaces en las políticas, es imprescindible contar con un mandato legal bien genérico, para 
que los Ministerios puedan lograr una mejoría sustantiva en este tema, con reglamentaciones avaladas 
por la evidencia científica, no solo médica, sino de comportamiento de las personas. 


Ya en la Legislatura pasada algo se avanzó con relación a este tema. Así pues, el inciso 
tercero del artículo 11 de la Ley N* 18.335, relativa a los derechos y deberes de los pacientes y 
usuarios de los servicios de salud, dice: “Cuando mediaren razones de urgencia o emergencia, o de 
notoria fuerza mayor que imposibiliten el acuerdo requerido,” -se refiere a quienes deben ser 
trasladados para un procedimiento- “o cuando las circunstancias no permitan demora por existir riesgo 
grave para la salud del paciente, o cuando se esté frente a patologías que impliquen riesgo cierto para 
la sociedad que integra, se podrán llevar adelante los procedimientos, de todo lo cual se dejará precisa 
constancia en la historia clínica”. También tenemos claro que en la Ley del Psicópata se han 
contemplado algunas restricciones para las patologías mentales. ¡Claro que nos gustaría no tener que 
legislar contra voluntad! El tema es hasta dónde la voluntad puede estar decidida con la libertad más 
plena. 


Por lo tanto, me gustaría contar con las conclusiones de los relevamientos que se han hecho 
y consultar acerca de los cupos, es decir, si están al ciento por ciento o no. Además, quiero saber si 
estas plazas son las que tiene el Estado y si existen otras que están relevadas y son brindadas por 
colectividades privadas. En fin, me gustaría saber qué otras alternativas tenemos para gente que deba 
ser retirada de la calle. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone que los demás señores Senadores realicen las preguntas 
para que luego puedan ser respondidas todas juntas. 


SEÑOR SOLARI.- Quiero hacer dos o tres reflexiones referidas a este tema y después al proyecto de 
ley relativo a las personas en situación de calle. 


En primer lugar, quiero preguntar a la señora Ministra y a su delegación si es cierto que en la 
gran mayoría de los refugios -por no decir en todos- y en los distintos centros de acogida que tiene el 
Mides -que contrata en el subsector de organizaciones civiles- hay una política de no admisión de las 
mascotas y de las pertenencias de las personas en situación de calle. Tengo entendido que el 
Cottolengo Don Orione es el único que permite la acogida de mascotas pero no así de las 
pertenencias, política que habría ido variando. 


En segundo término, quiero saber si esa política de no permitir el ingreso de mascotas y 
pertenencias implica un mayor rechazo a ser internados por parte de las personas que están en 
situación de calle. 


En tercer lugar, consulto si esta política se puede modificar. 


En cuarto término, quiero realizar una pregunta que surge de las cifras que se dieron aquí, 
pues no coinciden con las que yo tengo respecto a la cantidad de cupos y centros. Si el 90% de los 
identificados como personas en situación de calle tienen patologías psiquiátricas, ya están 
comprendidos dentro de la Ley del Psicópata que permite su internación aun contra su voluntad, en 
cuyo caso se necesita la firma de dos médicos para preservar el derecho inherente a quien está en uso 
de su libertad y no quien está internado en forma obligatoria bajo una patología psiquiátrica. 


SEÑOR DA ROSA.- En realidad, queremos abordar otro aspecto respecto de la vasta información que 
brindaron, tanto la señora Ministra como quienes la acompañaron, en la exposición que han hecho 
ante la Comisión. 


Por un lado, nos interesa saber sobre la implementación de la denominada tarjeta social, 
fundamentalmente, la que tiene que ver con la alimentación, pues hemos podido apreciar claramente 
que en muchos puntos del país ha disminuido la cantidad de comensales que generalmente se 
alimentaban en base a los convenios entre el INDA y las Intendencias Departamentales en los 
llamados salones municipales. Tenemos entendido que una de las explicaciones de esa disminución 
importante de comensales ha sido el hecho de la implementación de la tarjeta, es decir, que gente que 
antes concurría a comer a esos comedores hoy utiliza la tarjeta. De todos modos, podemos advertir 
que todavía existe una cantidad, aunque bastante menor, de gente que asiste a los comedores. 
Entonces, queremos saber si el propósito es llegar en algún tiempo prudencial a la sustitución total del 
sistema de comedores del INDA por este sistema de la tarjeta alimentaria. 


Otro de los aspectos que nos interesa abordar -porque es un tema en el que hemos trabajado 
muchas veces, ya que nos ha correspondido ejercer la tarea de gobernante departamental- es el de la 
promoción de las llamadas huertas o agricultura, aunque el nombre no hace a la cosa. Me parece un 
elemento muy importante, pues tiene que ver con el hecho de que la persona dé ese paso, que va 
desde la mera asistencia o de que sea un individuo pasivo, dependiente exclusivamente de la ayuda 
del Estado, a convertirse en alguien capaz de generar o construir por sí solo algún tipo de 
autosubsistencia o de medio de vida. La experiencia indica -al menos a quienes hemos trabajado en 
este tema- que muchos de los procesos se desarrollan o se sostienen en tanto aparece el Estado -sea 
Intendencia, Mides u otra institución estatal- para proteger el mecanismo; sin embargo, caen cuando la 
institución se retira o deja de prestar una asistencia directa a esos programas. De alguna forma, la 
gente se acostumbra a que el Estado le suministre la apoyatura y cuando tienen que trabajar solos en 
ese tipo de proyectos, se produce una caída significativa de protagonistas que, a nuestro juicio, son 
muy importantes. Esto hace la diferencia entre la asistencia a la persona en estado crítico y la 
generación de una cultura de promoción de valores propios y de actividad económica o social que le 
permita recuperarse. La pregunta concreta al respecto es si, en el aspecto que mencionó la Ministra, se 
está comenzando a trabajar a un nivel masivo, teniendo en cuenta el tema educativo. En este punto, la 
experiencia enseña que hay que hacer un trabajo de promoción y de concientización de la actividad de 
la huerta o la agricultura, así como de generación de valores que lleven a esa persona a entender que 
no siempre habrá una oficina del Estado que le dé algún tipo de asistencia para salir adelante. 


El otro aspecto que me interesa consultar es el relativo a la cantidad de personas en 
situación de calle, porque tengo entendido que se ha incrementado a pesar de que han disminuido los 
niveles de pobreza e indigencia. Me interesa saber, a grandes rasgos, cuál es el porcentaje de 
personas que, en esa situación, se encuentran sin cobertura, teniendo en cuenta que, según han 
informado, hubo un crecimiento de la cantidad de gente en ese estado. 


SEÑORA MOREIRA.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia de nuestros invitados y la 
abundante, detallada y nada aburrida información de primera mano que nos han brindado porque no 
siempre tenemos oportunidad de ver todo ese panorama tan complejo. El señor Senador Solari dividió 
su intervención en dos partes: una, referida a las personas en situación de calle; y, la otra, al resto de la 
exposición. Personalmente, adelanto que voy a referirme a todos esos aspectos. 


La primera pregunta que quiero hacer es periférica y tiene que ver con las personas en 
situación de calle. Me refiero a los niños en ese estado, aunque sé que ese tema no tiene que ver con 
el proyecto de ley que se está presentando. Justamente, como me acota el señor Senador Solari que 
se trata de hombres de entre 30 y 56 años, me gustaría saber qué pasa con los niños de la calle, 
porque viví muchos años en Brasil y sé que el fenómeno de los meninos da rua es muy determinante 
del paisaje urbano de las grandes ciudades, además de que aumenta con el crecimiento económico 
porque hay más dinero circulante en la calle. Como la contracara del crecimiento son los niños de la 
calle, quisiera saber si hay algún diagnóstico al respecto, porque hay mucho trabajo infantil encubierto, 
como sucede con la mendicidad. Recuerdo que en el período anterior llegó a hacerse una propaganda 
televisiva que decía algo así: “No le des plata a los niños de la calle”. Simplemente, quisiera conocer 
cuál es el enfoque del tema. 


Mi segunda pregunta se refiere a personas con patologías psiquiátricas, ya que se mencionó 
que el porcentaje de quienes están en situación de calle llegaba a un 90%. A su vez, el señor Senador 
Solari agregaba que el Instituto del Psicópata, con la firma de dos Médicos, puede determinar que se 
proceda a la internación compulsiva. ¡Pobre loco! Creo que yo dejaría suelta a la mayor cantidad 
posible de locos, pero entiendo que para aquellos que requieren internación compulsiva, se pregunta 
cómo administrar la internación en el caso de que este proyecto de ley fuera aprobado. 


El tercer punto no tiene nada que ver con los anteriores y refiere al INDA, dado que algunos 
de sus representantes visitaron la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión y el señor Senador Da 
Rosa trajo a colación un tema que en su momento nos generó algunos conflictos. Si mal no recuerdo, 
fue al año pasado y refería a la discusión entre la conveniencia de dar la tarjeta alimentaria o la comida 
hecha. En la Comisión se dio una discusión acerca de que a través de los comedores se les provee de 
una canasta balanceada, mientras que con el Ticket Alimentación depende de los conocimientos de 
quien lo use, qué cosas compre y para qué. Quisiera tener una evaluación con respecto a las ventajas 
y desventajas comparativas de uno y otro sistema. 


En cuarto lugar, estaría la canasta energética -tema del que he hablado mucho con el señor 
Subsecretario-, es decir, la posibilidad de contar con algo así para los sectores más vulnerables. Me 
gustaría saber si se tiene una estimación del porcentaje de población vulnerable que “se cuelga” -por 
decirlo de alguna manera- y de la magnitud de instrumentar una canasta energética. Recuerdo que en 
algún momento llegamos a soñar con la posibilidad de que hubiera una canasta energética mínima 
gratis. De hecho, existe algún país -la señora Senadora Topolansky lo ha mencionado alguna vez- en 
que hay un mínimo de energía gratis. En definitiva, como el señor Subsecretario puso énfasis en la 
necesidad de revitalizar una cultura del pago, aunque fuera poco, me gustaría conocer la magnitud de 
aquellos que están en situación clandestina con respecto a la energía. 


Ahora, todas las preguntas que siguen tienen que ver con números. Actualmente, la pensión 
a la vejez es para mayores de 70 años pero, con la reforma de la Seguridad Social de 1996, la 
cobertura se retrajo, supongo que por mayores exigencias en la demostración de los haberes. ¿Qué 
porcentaje de los mayores de 65 años estaría en condiciones de acceder a una pensión a la vejez 
porque se encuentra fuera de la cobertura? 


Por último, quisiera saber algo más del Instituto del Adulto Mayor, porque se mencionó algo 
al respecto y el Uruguay se encamina a ser un país de adultos y de discapacitados en el futuro 


inmediato. Me parece que es un tema de una gran importancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una pregunta con respecto al Plan Juntos. Si bien el proyecto 
de ley se está tratando en la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado, se puede 
introducir en esta Comisión porque que tiene que ver con este Plan, donde se toma la vivienda como 
una especie de excusa para el desembarco de políticas de todo tipo, particularmente sociales, sobre la 
población actuante. Sabemos que el Ministerio está integrado a esa Comisión, junto con el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y esta Comisión que se ha establecido a nivel 
del Poder Ejecutivo. Quería tener una idea acerca de la visión desde el Ministerio de Desarrollo Social 
de este Plan que, desde nuestro punto de vista, se puede transformar -ello dependerá mucho de 
nosotros- en un buque insignia en este segundo período de Gobierno, como antes lo fue el Plan de 
Emergencia. 


SEÑOR SOLARI.- Dado que se han tocado diversos temas, sería bueno que hiciera todos mis 
planteos para que, luego, la delegación continúe con su exposición. 


Los temas que tengo para plantear, si bien no son menores, son de naturaleza distinta. El 
INAU se relaciona con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Desarrollo Social y el nuevo 
Director del Semeji ha considerado apropiado realizar una serie de manifestaciones públicas que, creo, 
no se corresponden con su cargo ni con su tarea. Quiero poner en conocimiento de la señora Ministra 
una manifestación que el Director del Semeji hizo en Salto, en una mesa redonda organizada por el 
sindicato del INAU. Allí dijo que la campaña que llevaba adelante el Partido Colorado para rebajar la 
edad de imputabilidad era mentirosa y falsa. Quiero que la señora Ministra sepa que nosotros 
trabajamos con muchísimo respeto y seriedad y no aceptamos este tipo de calificativos por parte de un 
funcionario público. Esa no fue la única manifestación, ya que hizo otras en las que decía que los 
delincuentes debían ser transportados con grilletes en los pies y, para ello, no le temblaba la mano, y 
que si el menor elegía ser delincuente, había que respetarlo porque esa era su elección. Entiendo que 
este señor cubano, que ha trabajado para los servicios de inteligencia de Cuba, debe darse cuenta que 
está en un país distinto, en un país democrático, y debe respetar a los otros Partidos Políticos y a la 
población en general. Como el INAU se conecta con el Poder Ejecutivo a través de su Ministerio, se lo 
quería decir a la señora Ministra personalmente. 


En segundo lugar, quiero llamar la atención de la señora Ministra sobre una resolución 
adoptada por el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, pues en su sesión de febrero 
de este año le hace más de veinte recomendaciones al Estado uruguayo sobre políticas de 
discriminación. Hay un tirón de orejas porque durante cuatro años no se presentaron informes, aunque 
finalmente ahora se presentó uno. Particularmente, quisiera llamar la atención de la señora Ministra y 
del resto del Poder Ejecutivo, pues este Comité tiene una preocupación muy importante por el lento 
proceso de aprobación y de implementación de un plan nacional contra el racismo y la discriminación. 
Como este es un tema en que la responsabilidad cabalga entre el Ministerio de Educación y Cultura y 
el Ministerio de Desarrollo Social -evidentemente es un tema de inclusión muy importante-, quería 
llamar la atención sobre ese punto. 


En tercer término, hay otro tema -este sí es específicamente de responsabilidad del 
Ministerio de Desarrollo Social- relacionado con la inclusión: la reglamentación de la ley de 
discapacitados o personas con capacidades diferentes. Como bien dice la señora Senadora Xavier 
cada vez que se habla de este tema, en el pasado tuvimos una ley de discapacidad que durante 17 
años no pudo ser aplicada plenamente porque no había sido reglamentada. Sin embargo, ahora 
llevamos tres años con una nueva ley sin reglamentar, de manera que me gustaría ponerlo en la lista 
de cosas a encarar. 


Un cuarto punto que me preocupa mucho y sobre el cual me gustaría que pudiéramos 
encontrar algún mecanismo para trabajar juntos y que también tiene que ver con el INAU, se relaciona 
con las dificultades que ha planteado la reforma del sistema de adopciones a través de una ley 
aprobada en la Legislatura anterior, con la mejor de las intenciones, en el sentido de tratar de mantener 
lo más posible el vínculo entre el adoptado y su familia de origen, es decir, su familia biológica. Esta ley 


se ha encontrado con dificultades de implementación muy importantes, lo que ha llevado a que 
disminuyera en forma notoria la cantidad de adopciones. Creo que a los efectos del desarrollo infantil, 
sin perjuicio de que la familia biológica sea, la mayoría de las veces, el escenario más adecuado, 
cuando esta no existe o tiene una disfuncionalidad tan importante, una familia adoptiva es mucho mejor 
que no tener nada. Las dificultades en el proceso de adopciones derivado del monopolio que la ley le 
dio al INAU sobre el establecimiento de las listas de familias que estarían en condiciones de adoptar, 
nos llevan a pensar que sería bueno que revisáramos esos criterios y, eventualmente, le hiciéramos 
algún ajuste a la ley teniendo como foco el mejor interés del niño. Creo que todos podemos coincidir 
que este es el objetivo que deberíamos plantearnos. 


Por último, quiero decir que recibo de muy buen grado todas las manifestaciones que se han 
hecho respecto a la implementación de la ENIA, porque es un tema que nos preocupó en la aprobación 
del Presupuesto. También nos preocupa fortalecer el Programa CAIF, el Programa Aduana y los 
programas alternativos de educación, de tal manera que la infancia, la niñez y la adolescencia le 
permitan al Uruguay en el futuro alcanzar una solución estructural a sus problemas de pobreza y de 
exclusión sin tener que recurrir tanto a planes de apoyo asistencial que, en términos de 
acondicionamiento, lo ponen a uno en la cornisa, ya que si exige mucho, deja de brindar el apoyo que 
tendría que dar, y si da sin ninguna exigencia, está perpetuando una situación que no querría estar 
perpetuando. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Voy a comenzar hablando yo porque así me lo pidió la señora Ministra, 
específicamente en lo que tiene que ver con la tarjeta y con la información que se maneja sobre el caso 
del INDA. 


En principio hay una baja de comensales en los comedores porque 25.000 de ellos pasaron 
a ser cubiertos por la modalidad de la tarjeta. Yo explicaba que en la Comisión Intersectorial están el 
Ministerio de Salud Pública, ASSE, el INDA y el Mides. Justamente, lo que se trabajó fue la 
incorporación de esta población. 


Asimismo, hay que tener en cuenta que la cobertura no es total, pero se está pensando en 
cómo incorporar a los enfermos crónicos. Es bueno plantear -sobre todo ante la pregunta de la señora 
Senadora Moreira- que el sistema de tarjeta de Uruguay Social en su renglón alimentario permite 
discriminar las compras que cada uno de los propietarios de la tarjeta realiza, lo que difiere muchísimo 
del sistema de los tiques de alimentación, en tanto no se favorece la posibilidad de utilización en un 
mercado no formal o no legal, tal como solía suceder. Aquí es contra el pasaje de la banda magnética 
de la tarjeta a una fuente de alimentación de información, que es la que permite saber, por ejemplo, 
que por encima de un 60% de lo que se gasta con la tarjeta va destinado al rubro alimentación, 
discriminado como lo queremos hacer, y un 25%, aproximadamente, para el rubro limpieza, tanto 
personal como del domicilio. Estoy hablando de trapo de piso, de escobillón, de jabón, de pasta de 
dientes y de cepillo. 


Por ejemplo, uno de los rubros más importantes es el de la carne que, como es dable en la 
sociedad uruguaya, llega casi al 20% de lo que consume la población vinculada a la tarjeta “Uruguay 
Social”, en su rubro alimentario. 


Este tema está muy vinculado al de la huerta, donde la idea es promover el 
autoabastecimiento para luego generar un rubro para la comercialización. A modo de ejemplo, esto se 
asemejaría a la diferencia de modalidad que hubo con MEVIR. Seguramente los señores Senadores 
recuerdan que MEVIR tenía dos modalidades: una, de vivienda específica y otra, referida a las 
unidades productivas. Allí se procedió a modificar la ecuación y la relación de porcentajes, dándole 
más importancia a la unidad productiva que a la vivienda. En este caso, en particular, se intenta seguir 
la misma línea. Creemos que las PYMES constituyen el porcentaje más amplio de las formas de 
trabajo en el Uruguay, y más allá del decaimiento de su capacitación y sostén, su vida promedio 
oscilaba entre los dieciocho y veinticuatro meses. En función de ello, la mortandad y el crecimiento de 
las PYMES eran constantes. 


Una vez analizada esta situación por varios grupos de trabajo del Mides y del Ministerio de 
Economía y Finanzas, se estudió la posibilidad de protocolizar los procesos. La idea que se manejó fue 


la de ver cómo una unidad productiva tiene un nicho específico en el mercado -que el Estado necesita 
comprar permanentemente- y qué volúmenes de compra puede tener -por ejemplo, una escuela rural-, 
tratando de eliminar todo el concepto de compra centralizada que, de alguna manera, puede dificultar 
el traspaso de los bienes a consumir. Teniendo un emprendimiento de agricultura familiar cercano, era 
lógico pensar que esa compra de cercanía podría incidir en los microclimas económicos a nivel local. 
Entre los estudios realizados por la Universidad de la República, se destaca el de Marcos Supervielle, 
del que se desprende que los microclimas locales inciden en las políticas sociales y viceversa. Dentro 
de ese concepto se ha venido trabajando sobre el tema de las huertas, el autoconsumo y la posibilidad 
de la venta de los excedentes. Es más, en un Seminario sobre economía social, la señora Ministra se 
refirió a este concepto y a la manera en que debemos comenzar a hacer emprendimientos desde el 
punto de vista asociativo. Junto con las autoridades de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
estamos involucrados en el Programa Uruguay Integra, cofinanciado por la OPP-Unión Europea. En 
este momento, estamos procurando impulsar algunos programas productivos como el de Cohesión 
Social y Territorial-Eje Ruta 7, que involucra sobremanera a la Intendencia de Cerro Largo como socia 
del Gobierno central. 


La concepción es, precisamente, apoyar no solo con financiación, sino también con 
capacitación en materia técnica y en relacionamiento humano a estos emprendimientos porque, 
muchas veces, la razón de los conflictos termina con ellos. 


En otro orden de cosas, creemos que el dilema entre comida hecha y tarjeta alimentaria tiene 
mucho que ver con la capacitación y con la educación. Si bien el señor Pereyra luego va a hacer 
referencia a este punto, quiero decir que tengo la impresión de que en este tema estaríamos volviendo 
al debate jurídico sobre los artículos 7 y 44 de la Constitución de la República donde la libertad, de 
alguna manera, queda restringida por una modalidad u otra. A través de la tarjeta intentamos respetar 
la cultura de consumo -no es lo mismo lo que consume una familia en la frontera con Brasil, que una 
familia en la frontera fluvial con Argentina-, pero apuntando a un consumo responsable, equilibrado 
desde el punto de vista de la dieta -que la gran mayoría de los uruguayos no tenemos-, y que se está 
dando de buena manera en las poblaciones que están haciendo uso de la tarjeta. Este es un estudio 
interesante y, en este sentido, hemos realizado publicaciones con el INDA acerca de cómo 
manufacturar alimentos. Cuando hay un aumento natural en los índices de precios, la gente consume 
muchos alimentos frescos y de estación. Este tipo de conductas las podemos observar en los 
resultados que solicitamos a la empresa administradora de la tarjeta, acerca del comportamiento 
general de la población e, incluso, hasta los podemos referenciar de acuerdo con los puntos de 
compra. Debemos ser conscientes de que no todo lo que la gente consume lo compra con la tarjeta 
“Uruguay social” en su rubro alimentario porque, como bien señalaba la señora Ministra, los montos 
son bajos. En los hogares con un niño o niña a su cargo el monto mensual del que disponen en la 
tarjeta es de $ 523; con cuatro o más niños o niñas a su cargo, el monto mensual es de $ 1.406. Cabe 
destacar que si cuatro de nosotros vamos a comer al servicio que brinda el Poder Legislativo, en un día 
gastamos más que lo que ellos perciben como apoyo alimentario para un mes. La señora Ministra 
comentó que 15.000 tarjetas comenzaron a ser duplicadas, a través del presupuesto, el 1? de enero de 
2011, y los nuevos rangos van de $ 1.406, como mínimo, a $ 2.812 como máximo, dependiendo de la 
cantidad de personas que compongan el hogar. 


También estamos implementando la forma de que la gente no se junte entre sí por el hecho 
de no tener un plato de comida y, a su vez, intentamos trascender la concepción de merendero o 
comedor por la de un espacio recreativo donde las personas se vinculen entre sí por el hecho de 
generar capital social y redes de contención para las distintas problemáticas. 


El último punto está relacionado con lo que planteaba la señora Senadora Moreira sobre la 
gente que no estaría cubierta ni por una pensión a la vejez ni por asistencia a la vejez que, según los 
últimos cálculos, abarca a unas 4.000 personas. Es decir, todas aquellas personas que quedan 
“desenganchadas” entre uno y otro sistema; insisto en este punto por la concepción de la 
responsabilidad de los familiares obligados. 


SEÑORA MINISTRA.- Con respecto al tema de cómo otorgar sostenibilidad a los procesos en los 
lugares donde se trabaja, quiero señalar que estamos fortaleciendo el trabajo territorial, las oficinas, la 
generación de redes sociales y todo lo que está trabajado desde la educación, incluso, el compromiso 
educativo, el trabajo hacia la familia, los centros educativos abiertos pensados para generar una mayor 


fortaleza y referencia de los liceos, escuelas y las UTU, que están abiertos los fines de semana en los 
distintos barrios para realizar actividades no curriculares, como por ejemplo de formación: el debate, el 
deporte, la recreación, la cultura y el teatro. Creemos que si conjugamos y trabajamos todo esto 
durante el tiempo que estemos en las localidades, vamos a generar una red social que ayudará a dar 
sostenibilidad social a las políticas.La verdad es que se trata de procesos largos, pero pensamos que 
ese trabajo sostenido desde las oficinas territoriales, así como el despliegue y el compromiso que se 
realizan desde la comunidad con las políticas y los programas, darán resultados a largo plazo. También 
eso se está trabajando con respecto al Plan Juntos. 


En cuanto a la pregunta del señor Presidente, quiero decir que tomamos el Plan Juntos de esa 
manera porque cuando el Mides elabora su régimen de trabajo para cualquiera de las zonas donde se 
encuentra previsto dicho Plan, el Ministerio lo toma y despliega el conjunto de políticas sociales, así 
como la generación de lazos de solidaridad y de intercambio. A nuestro juicio, eso va a resultar en 
integración social porque no podemos seguir trabajando con los sectores más vulnerables sin integrar 
al resto de la sociedad y la comunidad, ya sea a través del voluntariado, de la solidaridad o de estas 
actividades que, según pensamos, deben reunir a todos los integrantes de una comunidad y no solo a 
quienes sufren más la exclusión o la vulnerabilidad. Esa es la apuesta y, a tales efectos, estamos 
solicitando en todos los ámbitos la posibilidad de fortalecer a cada territorio y a nuestras oficinas con 
más recursos humanos y técnicos del área social. 


Con respecto a los dichos del señor Arbezú, no tenemos comentarios que hacer porque son 
apreciaciones personales. Respondemos a las consultas del Parlamento por el INAU, pero repito que 
no haremos manifestación alguna hasta que conversemos con él personalmente. 


En cuanto a las apreciaciones sobre la discriminación racial y a la lentitud de las respuestas, 
así como al proceso de adopción, tal vez podríamos suministrar algún material luego de haber pedido 
información a los responsables de cada uno de esos temas. 


En lo que refiere a la discapacidad, sabemos que es cierto que estamos un tanto atrasados. 
La ley se aprobó en febrero de 2010 y hoy se encuentra en el ámbito de la Comisión Nacional 
Honoraria del Discapacitado, que depende del Pronadis y este, a su vez, del Mides. En ese ámbito 
están en discusión la reglamentación de la ley y los distintos puntos que se pueden aprobar, ya que 
algunos parecen inviables. 


SEÑOR CAMPANELLA.- Voy a referirme al tema de los niños de la calle, sobre el que existen dos 
antecedentes. En el 2004 se hizo un conteo por parte de la ONG Gurises Unidos y otro en noviembre 
de 2007, a cargo del Programa Infamilia junto con el INAU, que comprendió al departamento de 
Montevideo. Este último arrojó una fuerte disminución de niños y adolescentes en situación de calle; 
concretamente, el número se redujo a la mitad. En 2007 se llegaron a contar 1.800 niños en 
Montevideo, de los cuales 111 se categorizaron como en situación de calle extrema. Sobre este tema 
quiero hacer dos aclaraciones, que tienen que ver: la primera, con que la metodología de conteo no 
implica contacto con las personas; y, la segunda, con que el conteo abarca también situaciones que 
hoy están categorizadas como trabajo infantil porque se cuentan los niños que van arriba de los carros 
y están asociados a la recolección de residuos sólidos, sin la compañía de adultos. Cabe agregar que, 
a partir de lo que se dio en llamar situaciones de calle extrema, entre el INAU e Infamilia se generó un 
programa llamado Red de Calle Extrema que dio posibilidad de cobertura a 60 adolescentes, de esas 
111 personas que arrojó el conteo -que, reitero, se realizó en noviembre de 2007-, y empezó a 
funcionar un año después, es decir, a fines de 2008. Actualmente tiene una cobertura cercana a las 
cien personas. Obviamente, los números que hay entre la realidad de 2007 y la de hoy para este 
programa no son comparables porque se trata de una población muy dinámica. 


En tercer lugar, a partir de la pregunta de la señora Senadora Moreira, quisiera agregar que 
entre el INAU, el Mides y el Programa Infamilia estamos haciendo una evaluación del sistema de 
atención en calle, asociado a niños, niñas y adolescentes. De acuerdo con muchos de los aspectos 
sobre los que se conversó en el día de hoy, referidos a los refugios, al perfil de la población, etcétera, 
me gustaría destacar dos instancias. La primera de ellas tiene que ver con una evaluación externa. 
Hace pocas semanas se hizo un llamado a diversas instituciones para realizar una evaluación de los 
sistemas de atención de calle y se presentaron alrededor de seis firmas que trabajan en evaluación 


social, cuyos nombres no voy a dar porque ello forma parte del proceso. Esto significa que a fin de año 
vamos a contar con una mirada de evaluación externa y no solo de las instituciones públicas 
involucradas. 


Por otro lado, en el primer semestre del año 2012 llevaremos adelante otro conteo de niños, 
niñas y adolescentes en situación de calle. En ese caso contaremos con una metodología similar a la 
anterior que nos asegurará la posibilidad de comparar porque, además de Montevideo, intentaremos 
que el conteo incluya el Área Metropolitana y algunos departamentos del interior, donde se han 
detectado situaciones que justifican un análisis de ese tipo. Seguramente, hay por lo menos cuatro o 
cinco departamentos o ciudades del interior involucradas y, de hecho, el conteo formará parte del 
proceso de evaluación de sistemas de atención de calle para niños, niñas y adolescentes. 


SEÑOR SOLARI.- Simplemente quiero recordar que, a los efectos del estudio del proyecto de ley 
sobre la población en situación de calle, interesa mucho la reflexión sobre si se admiten o no mascotas. 


SEÑOR PEREYRA.- Antes de ingresar al tema de la situación de calle, me gustaría complementar lo 
que refiere al programa de Tarjeta con relación a las canastas del INDA. 


Como decía el señor Subsecretario, las canastas de riesgo social fueron suplidas por el 
programa Tarjeta. Junto con el INDA, ASSE y el Ministerio de Salud Pública, estamos analizando la 
posibilidad de pasar a Tarjeta las canastas de riesgo nutricional y crónico. En este sentido, se deben 
analizar los aspectos a favor del sistema Tarjeta porque me parecen muy importantes. Con la 
implementación del Programa Tarjeta hemos detectado que al llevar los alimentos a su casa, la 
población dispone de una instancia de integración familiar que se ve fortalecida por el hecho de comer 
en familia. Este es uno de los aspectos que hemos detectado, así como el hecho de permitir que la 
población pueda elegir, en función de sus gustos y cultura, qué tipo de alimentos consumir. 


Con respecto a la consulta de la señora Senadora Moreira sobre el punto de vista nutricional, 
aclaro que estamos trabajando en dos sentidos. Por un lado, estamos intentando generar un puntaje 
por el tipo de compra que haga cada hogar, como sucede cuando vamos a cualquier supermercado 
donde, de acuerdo con el monto de la compra, se otorga un puntaje. En este programa se prevé dar un 
puntaje en función del valor nutricional del tipo de alimento que se compre. En ese tema estamos 
trabajando en la Comisión. Además, nos encontramos en un proceso licitatorio de compra de leche 
fortificada con hierro. Esos son aspectos a integrar a la tarjeta Uruguay Social. 


SEÑORA XAVIER.- Quisiera saber si la leche fortificada no estaba integrada, pues anteriormente 
legislamos en materia de lácteos y harinas. Me gustaría saber si esa oferta está dentro de la tarjeta. 


SEÑOR PEREYRA.- Hemos tenido algunas dificultades en los procesos de licitación para integrar 
leche fortificada con hierro y en varios casos las licitaciones han quedado desiertas. Ahora se hizo la 
licitación a través de la Unidad Central de Adquisiciones del Ministerio de Economía y Finanzas y está 
al salir. Al integrarlo a la tarjeta, tuvimos que generar este nuevo mecanismo. Al dar la canasta, ya se 
brindaba leche fortificada, pero al pasar el sistema a la tarjeta, generamos esta alternativa. 


Con respecto a la canasta de servicios básicos, puedo decir que hemos hecho un cruce de 
información entre la población que tiene tarjeta y la base de datos de UTE, lo que arrojó que un poco 
más del 50% de la población que posee la tarjeta Uruguay Social no tiene ningún tipo de registro en la 
UTE y, por tanto, estimamos que se trata de población que está “colgada”. 


Sobre el concepto de seguridad alimentaria que está dentro del Sistema Nacional de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional, se está trabajando en el Consejo de Políticas Sociales. Se quiere 
integrar la electricidad pensando en la conservación de los alimentos, y el supergás pensando en la 
cocción. Además, se cuenta con la tarifa social de OSE, que se llevó a cabo pensando en la inocuidad 
de los alimentos. Por eso, es tan importante que esto lo veamos dentro de un contexto. Hay que ver el 
programa tarjeta Uruguay Social, pero también enfocado a este tipo de proyecto de canasta de 
servicios. Además, apuntamos a la capacitación -en ello estamos trabajando con el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería y las empresas públicas-, que permitirá apuntar a la eficiencia energética. 


Debemos trabajar para ver los diferentes mecanismos que contribuyan a que cada hogar consuma de 
manera más eficiente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Quisiera hacer una aclaración o, más bien, una complementación. Quizá 
sea de Perogrullo, pero vale la pena decir que el subsidio será para aquellos que no estén “colgados” 
de la energía. Se les informaría a aquellos que, aparentemente, están “colgados” o no tienen registros 
en el banco de datos de UTE, sobre la posibilidad que están dejando pasar en cuanto a contar con 
servicios de UTE, de OSE y de supergás. Sería una forma de incorporarlos mediante una cultura de 
pago: si se paga, existe una batería de servicios disponibles a los que se puede acceder, pero a los 
que no se puede acceder si no se paga. 


SEÑOR PEREYRA.- Pasando al programa de Atención a los Sin Techo, puedo decir lo siguiente. 
Como bien expresaba el señor Senador Solari, uno de los centros que tenemos es con mascotas, pero 
no pensamos que esa sea una limitante del programa. Dicho centro cuenta con tres mascotas y admite 
una mayor cantidad. Por lo tanto, a los efectos de integrarse al programa, la posesión de mascotas no 
es una limitante para quienes las tienen y están en situación de calle. A su vez, los diferentes centros 
que tenemos cuentan con lockers para dejar pertenencias, aunque no en gran cantidad. 


Pasando al tema de los cupos puedo decir que, si bien no tenemos un cien por ciento de 
ocupación, rondamos ese porcentaje y, por eso, estamos trabajando intensamente con ASSE, la 
Intendencia Municipal de Montevideo y el Ministerio de Defensa Nacional para aumentar la cantidad. 
Pensamos que en corto plazo podríamos aumentar unos 150 cupos. 


En cuanto a las internaciones compulsivas, hemos realizado algunas en coordinación con 
ASSE. Cuando detectamos algún caso con patologías siquiátricas importantes y agudas, coordinamos 
con ASSE y el médico es quien decide cuándo amerita una internación compulsiva y cuándo no; 
obviamente, ASSE es la institución responsable para determinar estos casos. En el proyecto de ley se 
planteaba reforzar este tipo de situaciones. 


En cuanto a si existen centros privados, puedo decir que sí existen, aunque no tenemos un 
relevamiento detallado. Algunos cobran por el acceso y esa es la diferencia con nuestros centros. En 
muchos casos coordinamos con ellos cuando se trata de una persona que puede tener la capacidad de 
pagar algún servicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas, solo nos queda agradecer a los miembros de la 
delegación del Ministerio de Desarrollo Social por su presencia y decirles que dentro de unos meses 
los estaremos convocando nuevamente para seguir conversando sobre este y otros temas. De todos 
modos, en el ínterin, quedamos a las órdenes para que nos planteen cualquier necesidad o actividad 
que vayan a realizar. 


SEÑORA MINISTRA.- Muchas gracias y quedamos a las órdenes. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 39 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


